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  La actual globalización de la economía, con el consecuente desarrollo del comercio exterior, no resulta para nada una realidad ajena a nuestro país. Todo lo contrario, como lo reconoce la misma jurisprudencia de la Corte Constitucional y, como en muchos escenarios, y desde hace siglos se ha puesto de manifiesto, el comercio, actividad innata en el hombre, colabora con el desarrollo de los pueblos, puesto que no solo es el vehículo para conseguir todo aquello que se requiere, sino que es uno de los mejores motores a la hora del establecimiento de fuentes de trabajo y la producción de riqueza. Al decir de la Corte Constitucional, tratar de vivir de espaldas al comercio internacional condenaría al país al ostracismo y a la pobreza.




  El desarrollo de esta visión, que en Colombia cuenta ya con más de dos décadas, ha dado lugar a una política económica en la que es importante el comercio exterior y, dentro de este, los acuerdos de promoción comercial o tratados de libre comercio con otros países y otros tratados relacionados con los anteriores, tales como los que regulan las inversiones extranjeras en el país y los convenios para evitar la doble imposición. Estos últimos se convierten en necesidad a medida que más empresas se establecen en Colombia, o se desarrollan operaciones de comercio exterior, y, por supuesto, se torna fundamental reconocer la función tributaria que el comercio y las relaciones comerciales, en sus diferentes manifestaciones, generan.




  Con la presente obra colectiva, que se pone al alcance de todos y, especialmente, de académicos, profesionales y estudiantes, se pretenden destacar aspectos relacionados con los acuerdos comerciales y temas conexos, tales como aquellos que tienen que ver con integración económica e, incluso, el principal mecanismo contractual para la realización de operaciones de importación y exportación de mercancías, como lo es el contrato de compraventa internacional de mercancías. Así, con la juiciosa labor de varios autores, se quieren relevar diferentes temas relacionados con los aspectos previamente citados.




  Se resalta otra particularidad importante en esta obra que se presenta, y es que, dentro del ámbito académico de la Universidad del Rosario, se ha buscado y logrado la contribución de autores que demuestran lo que comprende o conglomera el saber universitario, por lo que se cuenta con la colaboración y participación de destacados profesores nacionales e internacionales y de estudiantes. El interés convocante se centra en el quehacer académico relacionado con el comercio exterior. Así, parafraseando a la doctora Eleonora Lozano Rodríguez en su prólogo al libro Estudios interdisciplinarios de la tributación,1 obra de la Universidad de los Andes (en la que colabore y tuve el honor de participar en su presentación), este trabajo de hacer colectivo es el resultado de un esfuerzo de la comunidad académica ampliada, pues supone la participación no solo de grandes profesores, sino también de egresados y estudiantes, incluyendo la interdisciplinariedad de las profesiones, con lo que se logra una interesante visión de temas relacionados con los acuerdos comerciales, la integración económica y otros aspectos conexos.




  Por ello, se recibe con beneplácito contar con aportes de profesores como José Vicente Troya Jaramillo de Ecuador, Ricardo Xavier Basaldúa de Argentina, Santiago Ibáñez Marsilla de España y quien presenta esta obra, todos doctores, autores de libros y profesores internacionales; pasando por otros grandes profesionales, dentro de los que destacan los profesores Carlos Aguirre Cárdenas de México, Juan David Barbosa Mariño, Mauricio Andrés Salcedo Maldonado, Miguel Antonio Villamizar Parra, Juan Guillermo Ruiz Hurtado, José Miguel Correa Salazar, Juan Daniel Londoño y Francia Hernández Díaz, colombianos todos ellos con estudios de maestría. También, los profesores Pedro Mojica Olaya de Venezuela, Diana Richardson Peña, Juan Manuel Camargo González, Julia Inés Sánchez Arias y Aníbal Uscátegui Cuéllar, colombianos y muchos de ellos autores de importantes libros, como en el caso del profesor Camargo González y sus publicaciones sobre derecho aduanero colombiano, o la profesora Julia Inés Sánchez y sus publicaciones sobre valoración aduanera y temas afines. Finalmente, la obra se abre a la participación de nuevos e inquietos estudiosos, como ocurre con Alejandro Allan Lozano, Carolina Martínez Rodríguez, Pilar Cano Merchán y Juan Sebastián Pardo Pedraza. Todos ellos han realizado su esfuerzo y lo muestran con sus colaboraciones.




  Utilizando el espacio académico que abre la Especialización de Derecho Aduanero y Comercio Exterior, al igual que simposios internacionales sobre estas materias que se han efectuado en años anteriores, algunos en colaboración con Legis Editores, se cuenta con una importante gama de artículos, que, sin pretender el mayor tecnicismo, para efectos de organizarlos temáticamente, se han catalogado y dividido en cuatro partes, que son las que forman esta obra. La parte I se ha denominado: Colombia y los acuerdos comerciales. Aspectos generales. En la parte II, se han incluido temas relacionados con la Organización Mundial del Comercio (OMC) y específicamente los que atañen a las barreras del comercio internacional. En la parte III, ciertos aspectos específicos del tratado de libre comercio de Colombia con los Estados Unidos; y, finalmente, la parte IV se ha dejado para el estudio de otros temas conexos a la integración económica y al comercio.




  La obra inicia en su parte I con un artículo de mi autoría, que estudia los aspectos constitucionales de acuerdos comerciales que ha celebrado el país, efectuando su análisis especialmente desde la óptica de la jurisprudencia de la Corte Constitucional. También, se revisan las normas de la Constitución aplicables directa o indirectamente a los tratados, los principios rectores de la celebración de tratados internacionales, las bases de los acuerdos comerciales realizados por Colombia, en los que es importante la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados; las competencias de las diversas ramas del poder público para la celebración y vigencia de los acuerdos, los aspectos relacionados con la jerarquía de los acuerdos frente a las normas nacionales; y, finalmente, la forma como estos se deben interpretar.




  Los profesores Barbosa, Salcedo y Villamizar enfatizan en su estudio la temática de los tratados de libre comercio y su aplicación en el derecho colombiano, destacando la relación entre el derecho internacional y el derecho nacional, la tesis del monismo moderado adoptado por la Corte Constitucional y otros aspectos, como el uso de la normativa de la OMC por parte del Consejo de Estado y otros tribunales contenciosos administrativos, la aplicación del derecho comunitario de la Comunidad Andina de Naciones (CAN), el uso de las disposiciones de los TLC, resaltando, incluso, el derecho de acción predicable de los ciudadanos en un tratado de libre comercio.




  La parte II, relacionada con ciertos aspectos de la OMC, comienza con un artículo del doctor Ricardo Xavier Basaldúa, quien es considerado como uno de los autores en materia de derecho aduanero y comercio exterior más importantes del mundo, y a quien tenemos el privilegio de tener como profesor regular en la Especialización de Derecho Aduanero y Comercio Exterior. El autor recuerda los objetivos, principios y medios de la OMC y su Ronda de Doha. Es claro cómo la OMC ha querido constituir un lenguaje multilateral del comercio con una normativa común para todos los países en los aspectos que contempla, pero también resulta un hecho las excepciones que el principio de no discriminación presenta y los temas sobre los que se requiere acuerdo y que se quisieron desarrollar en la Ronda de Doha.




  A partir de ahí, se entra al estudio de temas específicos, como lo que ocurre a cargo de la profesora Diana Richardson, quien labora en el Consejo de Estado de Colombia como magistrada auxiliar, que dedica su escrito a la solución de controversias en el comercio internacional, enfatizando en el Anexo II del Acuerdo de Marrakech sobre el entendimiento relativo a las normas y procedimientos por los que se rige la solución de diferencias; tema de gran valía si se considera la importancia que han ido adquiriendo las decisiones de los órganos de resolución de diferencias de la OMC, decisiones que tienden a ser acogidas por los países. También, el órgano de solución de diferencias se vuelve atractivo por ser un mecanismo al que pueden acudir todos los países miembros convocando a actores como los Estados Unidos, la Unión Europea o China, cuya atención para resolver problemas comerciales difícilmente se lograría por los comunes canales diplomáticos.




  La profesora Francia Hernández, por su lado, estudia los acuerdos especiales en materia de agricultura, medidas sanitarias y fitosanitarias, textiles y vestidos, aspectos de gran relevancia para países como Colombia, los que intentan formular una regulación multilateral en ámbitos donde los acuerdos que se han logrado a nivel mundial son los menos vinculantes en relación con los demás, debido probablemente a que tocan temas donde la mayor parte de las economías del mundo se encuentran interesadas y donde la posición de los países desarrollados es poco conciliadora, en razón de la atención de sus propios sectores económicos, al punto de no querer aceptar muchas de las regulaciones multilaterales que impedirían la defensa de estos con los mecanismos que actualmente utilizan, tales como derechos extra a las importaciones, subvenciones de diferentes tipos, uso de fuertes barreras sanitarias, etc. Estudia también, en otro capítulo, la temática de barreras al comercio exterior, para entrever que, a pesar de todos los acuerdos de la OMC, aún son muchos los obstáculos que dificultan la fluidez del comercio, puesto que, incluso los medios que se consagran mecanismos o instrumentos de defensa comercial permitidos, muchas veces se utilizan como barreras. Destaca la necesidad de que las barreras no ataquen principios tales como el de no discriminación, la libertad de tránsito, el desconocimiento de las reglas de valoración, la no imposición de requisitos o costos administrativos que pongan a la mercancía importada en condiciones desfavorables respecto de la mercancía interna, la publicidad y la eliminación de restricciones cuantitativas, entre otros.




  El profesor José Miguel Correa estudia la vigencia del principio de la no discriminación de la OMC en relación con la proliferación de los acuerdos comerciales preferenciales que se permitió desde el mismo Acuerdo de Marrakech, e incluso desde antes, posiblemente con la idea de que estos acuerdos fueran una excepción. Empero, la mencionada excepción se ha convertido en la regla general debido al gran número de acuerdos comerciales que celebran entre sí los miembros de la OMC y con los cuales se puede no dar aplicación a la ‘no discriminación’, convirtiendo este principio en excepción, como lo indican autores como el propio Peter Sutherland, exdirector de la Organización Mundial del Comercio.2




  Relacionado también con el tema de las barreras, el profesor Juan Manuel Camargo estudia los obstáculos técnicos al comercio en la OMC, comenzando por discernir qué es lo técnico en los obstáculos al comercio exterior, el estudio de los denominados reglamentos técnicos, normas técnicas, procedimientos de evaluación, etc. También, lo ateniente a las diferencias que se presentan por estos ítems, el tema probatorio en las discusiones sobre aspectos técnicos y un sinnúmero de asuntos relacionados y de gran importancia práctica en el ámbito del comercio. Su estudio incluye esta temática en la normativa colombiana, desde las formas de acreditar el cumplimiento de los reglamentos técnicos, los organismos certificadores, hasta los requerimientos de índole aduanero y la exigencia de registros o licencias de importación.




  El doctor Santiago Ibáñez se pronuncia en relación con las medidas tomadas de impulso económico y su vigencia frente al derecho sobre las subvenciones de la OMC. Analiza específicamente ciertas medidas del crédito a la exportación y lo ocurrido con la industria del automóvil. En el caso del crédito a la exportación, indica que puede cumplir criterios para ser considerado subvención. En materia de la industria del automóvil, plantea cómo esta industria fue golpeada duramente por la crisis económica de 2008 y cómo, debido a medidas de incentivos públicos, las ventas del sector se han mejorado, por lo que entra en el análisis sobre si las medidas tomadas son compatibles con el acuerdo sobre subvenciones y medidas compensatorias de la OMC.




  Finalmente, dentro de esta parte, la profesora Julia Inés Sánchez coteja la valoración aduanera como una eventual barrera al comercio, tocando aspectos tales como el papel que deben jugar las aduanas en la liberación del comercio bajo los mandatos de los acuerdos y qué hacer para que la valoración no se convierta en una barrera al libre comercio. Este análisis reviste además de una consideración especial, y es el hecho de que su autora es una profesional muy destacada que trabaja en la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, y que en dicho papel ha prestado, en diversas ocasiones, su colaboración con la Comunidad Andina de Naciones.




  La parte III, referida al Acuerdo de Promoción Comercial entre Colombia y los Estados Unidos, comienza con un capítulo denominado “La cláusula de excepción de tributación en el TLC”, cuyos autores son los juristas Juan Guillermo Ruiz y Juan Daniel Londoño. Los autores analizan las disposiciones especiales que en materia tributaria han moldeado los objetivos y fines de liberalización que persigue el denominado TLC y, específicamente, el artículo 22.3 del Acuerdo. Comentan cómo es usual que ciertas disposiciones extraarancelarias y de carácter impositivo se consideren ‘accesorias’ y vayan quedando rezagadas en su consideración cuando se estudian los acuerdos comerciales, cuando lo cierto es que la tributación interna suele tener efectos económicos similares a los que producen las barreras arancelarias, por lo que la regulación de estos aspectos en materia del comercio internacional reviste una gran importancia.




  Alejandro Allan estudia las reglas de origen y los procedimientos de origen dentro del Tratado Colombia-Estados Unidos. Comienza por explicar la necesidad de las reglas de origen y, a partir de ahí, aborda aspectos tales como la diferencia de esta noción frente a la de procedencia, las reglas de origen preferencial frente a las reglas de origen de la OMC, los criterios para establecer el origen de las mercancías y la necesidad de mecanismos especiales, como las reglas de origen específicas para resolver sobre el origen de una mercancía, que, como se sabe, es la base en los tratados para conferir a las mercancías de un país los beneficios estipulados. El artículo de Allan se complementa con el análisis del profesor Carlos Aguirre, que verifica de manera genérica el tema del origen en los diversos tratados de libre comercio que han celebrado los Estados Unidos con algunos países latinoamericanos, dentro de ellos: México, Chile, Colombia, Perú y Panamá. Comenta que en estas negociaciones se ha regulado el tema de origen de manera similar, por lo que entra a verificar las similitudes y sus diferencias. Este análisis lo hace también para todo lo relacionado con los criterios de origen, y, entre ellos, el de bienes obtenidos o totalmente producidos en la región, bienes fabricados a partir de materiales originarios, el principio de transformación sustancial (salto arancelario, valor de contenido regional, proceso productivo, criterio híbrido). También, se refiere a otras figuras o instancias planteadas en estos acuerdos, tales como de mininis, acumulación, bienes y materiales fungibles y materiales intermedios.




  La profesora Diana Richardson realiza un estudio sobre el tema de solución de controversias desde una óptica que resalta su papel de falladora. Además de hacer una referencia al sistema de solución de diferencias de la OMC, se pronuncia específicamente sobre el sistema o mecanismo de solución de diferencias planteadas dentro del Acuerdo, indicando, entre otros, quiénes se consideran partes legitimadas, el procedimiento pactado, las consecuencias del incumplimiento de lo establecido con este mecanismo y la excepción de seguridad esencial del Estado. Igualmente, recuerda cómo el mismo Acuerdo contempla mecanismos de solución de diferencias especiales en materia laboral, medioambiental, de obstáculos técnicos al comercio y las controversias de los inversionistas frente a uno de los Estados parte.




  Por su lado, los estudiantes Carolina Martínez, Pilar Cano y Juan Sebastián Pardo dedican su estudio a temas particulares o capítulos del Acuerdo. Carolina Martínez, para referirse al capítulo del medio ambiente, presenta un artículo que denomina “Ley y medio ambiente: la perspectiva legal y la paradoja del lenguaje común”, con el cual, sin descuidar el aspecto jurídico, aduce cómo el aspecto ambiental termina siendo uno de los más trascendentales por su significancia en la vida de las futuras generaciones y la dificultad de la protección, cuando la defensa de este derecho puede encarecer la producción colombiana frente a los Estados Unidos, dado el costo de los ‘remedios ambientales’.




  Pilar Cano, por su lado, al estudiar el capítulo referente a telecomunicaciones, parte de la importancia de este sector, el cual en la actualidad es de los de mayor potencial de crecimiento a nivel mundial, especialmente en los segmentos de datos y móviles, y, adicionalmente, por el papel de las telecomunicaciones en el desempeño económico. Las telecomunicaciones se encuentran dentro del sector de los servicios, lo que la lleva a estudiar los aspectos pertinentes del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios de la OMC (AGCS), la regulación del tema en el entorno de la Comunidad Andina y la legislación nacional, para, finalmente, abordar el tema tal como está planteado en el Acuerdo con los Estados Unidos.




  Juan Sebastián Pardo aborda el tema referido a la contratación pública. Recuerda que Colombia, cuando se hizo parte de la OMC, se abstuvo de suscribir el Acuerdo Plurilateral de Contratación Pública, por lo que este tipo de contratación había resultado regulada hasta el momento solo por la normativa estatal colombiana, cuya práctica privilegia la contratación directa, posiblemente en claro desconocimiento de principios como el de publicidad, transparencia e igualdad de oportunidades. Además de describir el alcance y la cobertura del Acuerdo con los Estados Unidos en este campo, y advirtiendo que, por el poco tiempo de vida de este, no es posible llegar a conclusiones definitivas, considera que la inclusión de este capítulo puede imprimir a la contratación pública en Colombia de transparencia, tan necesaria para los contratos del Estado y la defensa de los intereses de todo los ciudadanos.




  En la parte IV, el doctor Basaldúa comienza con un análisis sobre las disciplinas y herramientas para la integración económica, tema hábilmente desarrollado dado su conocimiento específico sobre la temática de la integración por sus obras al respecto. Parte por conceptuar sobre la integración, su importancia, el derecho supranacional que se forma por virtud de esta y las diferentes etapas de integración que se conocen, para concluir lo que considera debe ser el derecho aduanero como una disciplina básica de integración económica.




  El profesor Aníbal Uscátegui realiza un análisis sobre la Organización Mundial de Aduanas y la facilitación del comercio legítimo, en el que recuerda los principios que hoy rigen el comercio mundial desde la óptica de los países reunidos en el entorno de la OMA, ámbito dentro del que se destaca la necesidad de liberalización del comercio acompañada del derecho de las aduanas de ejercer su actividad de control, con el fin de defender los intereses legítimos de sus respectivos países. Sobre esta óptica verifica lo que hoy se entiende facilitación del comercio desde la perspectiva de documentos tales como el Convenio de Kyoto, el C21 de Aduanas en el siglo XXI y el Marco Normativo SAFE, para, finalmente, aterrizar en la realidad colombiana sobre la materia.




  El doctor Santiago Ibáñez presenta para esta parte dos artículos referidos al marco jurídico del derecho aduanero comunitario y al régimen arancelario de la Unión Europea a las importaciones en Colombia. En su análisis del marco jurídico, parte de cómo desde 1968 entró en vigor el arancel aduanero común y, a partir de ahí, la regulación comunitaria en la materia no ha cesado, a pesar de que no agota todos los aspectos de la relación jurídica aduanera. Destaca lo ocurrido hasta la aparición del Código Aduanero Modernizado con sus diferentes instituciones, y, si bien se duda de su aplicabilidad, destaca varias de sus aristas, tales como la administración electrónica, la seguridad, la representación en materia aduanera y la mejora en garantías del obligado y medidas de simplificación. Con su segundo artículo, estudia el comercio de la Unión Europea con Colombia, destacando lo que en su momento fue el sistema de preferencias generalizadas de la Unión Europea que benefició a Colombia, y el tema específico del régimen del banano. A partir de ahí, se centra en el estudio del tratado de libre comercio suscrito entre Colombia y la Unión Europea, recordando que en todo momento fue interés de la Unión un acuerdo con todos los países de la CAN, además de Colombia y Perú (que también ya tiene tratado), por lo que se prevé un mecanismo de accesión para el ingreso de Ecuador y Bolivia.




  El profesor Pedro Mojica colabora con una publicación sobre las importaciones en Venezuela y, específicamente, el régimen cambiario. Si bien se conoce que este régimen es cambiante, es interesante ver de su análisis lo que refiere al sistema de control de cambios venezolano frente a las normas del comercio internacional, el establecimiento del sistema de control de cambios actualmente vigente en Venezuela y otros ítems sobre el aspecto referido, dentro de los que se destacan los principios y características del control de cambios venezolano, el procedimiento en materia de importación de bienes y lo atinente a la solicitud de autorización para adquisición de divisas, el embarque de mercancías, la verificación de estas, el trámite de autorización de liquidación de divisas y el régimen sancionatorio.




  En esta parte, se encuentran también dos artículos del doctor José Vicente Troya, uno de los más grandes juristas latinoamericanos, magistrado primero de la Corte Nacional de Justicia de Ecuador y, ahora, del Tribunal Andino de Justicia. Con su primer artículo, denominado “La CAN y los tratados comerciales y la jurisprudencia del Tribunal Andino de Justicia”, se mira lo referente a la Organización Mundial del Comercio, la Unión Europea y la CAN y la jurisprudencia del Tribunal Andino de Justicia en relación con los tratados comerciales. Además, hace un estudio especial de la Decisión 598, que permite a los países miembros de la CAN la suscripción de acuerdos por fuera de la Comunidad, siempre y cuando se preserve el ordenamiento jurídico andino, se tengan en cuenta la sensibilidades comerciales de otros socios andinos, se mantenga una información adecuada y actualizada mientras están en curso las negociaciones y la aplicación del principio de la nación más favorecida. Todo lo anterior en beneficio de los países miembros y en relación con otros tratados que firmen estos con terceros.




  Su otro artículo, referente al contrato de compraventa internacional de mercancías, se constituye en un regalo y aporte inapreciable para esta obra colectiva, sobre todo si se tiene en cuenta que dicho artículo completo, que aquí no ha sido posible reproducir por su extensión, da, sin lugar a dudas, para formar un texto diferente. La compraventa internacional es posiblemente el mecanismo más utilizado dentro de las operaciones de comercio exterior y de ahí la importancia de su estudio y con ello de el de las leyes uniformes de La Haya, la Convención de Viena de 1980 y su relación con otros instrumentos internacionales, como la Convención sobre la Prescripción en Materia de Compraventa Internacional de Mercaderías, la Convención de las Naciones Unidas sobre la Utilización de las Comunicaciones Electrónicas en los Contratos Internacionales, los principios de la Unidroit, los principios de derecho europeo de los contratos y los Incoterms. El estudio cuenta con una aplicación específica de la Convención de Viena en Ecuador, muchas de cuyas aristas son perfectamente aplicables a nosotros.




  Con los 24 artículos que conforman esta obra colectiva, que he tenido el honor de idear, dirigir y estructurar, se pretende entonces invitar a toda la comunidad académica y profesional a que se siga adelante en el estudio del comercio internacional, en aspectos como los tratados comerciales y otros relacionados, todos los cuales demuestran la importancia de esta temática en el país. Es necesario que la academia se siga involucrando en este campo, para evitar lo que por mucho tiempo ha ocurrido con el ámbito vecino del derecho aduanero, en el que no solamente se extrañan obras referentes a esta temática, sino que salta a la vista la necesidad de contar con mejores estudios, su divulgación académica y su enseñanza, para poner al país, en derecho aduanero y comercio exterior, en la dimensión en que debe estar, dado su desarrollo y potencial económico y de negocios.




  Debo, finalmente, agradecer a cada uno de los articulistas por su muy valiosa y desinteresada colaboración, su aporte académico y las inquietudes que nos dejan, al igual que a la Universidad Colegio Mayor Nuestra Señora del Rosario, que, por su apertura a las nuevas ideas, ha permitido establecer un espacio de pensamiento, creación académica y difusión en uno de aquellos aspectos que hoy se presentan como fundamentales para el entendimiento de las actividades económicas del país, como lo es precisamente el comercio exterior y los diversos acuerdos que existen para que este fluya. La Universidad del Rosario se encuentra en el centro colonial de Bogotá, pero el pensamiento que permite crear tiene vocación universal y de vanguardia.




  German Pardo Carrero, PhD




  Catedrático y director de la Especialización Derecho Aduanero y Comercio Exterior




  Universidad del Rosario




  ____________________




  

    

      1 Lozano R., E. (2014). Estudios interdisciplinarios de la tributación. Bogotá: Universidad de los Andes, Editorial Temis.


    




    

      2 Sutherland, P. (2014). El futuro de la OMC: una respuesta a los desafíos institucionales del nuevo milenio: informe del Consejo Directivo al director general Supachai Panitchpakdi. Suiza: Organización Mundial del Comercio, p. 21.


    


  




   




  PARTE I


  COLOMBIA Y LOS ACUERDOS COMERCIALES ASPECTOS GENERALES




   




  Acuerdos comerciales de Colombia en materia económica. Competencias. La jerarquía de los acuerdos en el derecho comparado




  Germán Pardo Carrero




  Introducción




  Colombia, siguiendo los rumbos marcados en buena parte del mundo, ingresó en una política de apertura económica desde la última década del siglo pasado, momento que coincide con el cambio de Constitución Política (la que acoge el pensamiento de integración que para dicho momento se tenía). Por eso no extraña ver cómo el artículo 9º constitucional indica que la política exterior de Colombia se orientará hacia la integración latinoamericana y del Caribe, mientras que el artículo 227 complementa la anterior visión estableciendo que el Estado promoverá la integración económica, social y política mediante la celebración de tratados que sobre bases de equidad, igualdad y reciprocidad creen organismos supranacionales, incluso para conformar una comunidad latinoamericana de naciones. Se contempla incluso la posibilidad de que la ley establezca elecciones directas para la constitución del Parlamento Andino y del Parlamento Latinoamericano.




  De lo previamente dicho y establecido por la Constitución, se observa que en la práctica el país ha venido desarrollando el mencionado precepto en el área económica y, dentro de ella, de manera más o menos agresiva, en materia de tratados económicos, incluyendo, dentro de los mismos acuerdos de promoción comercial, acuerdos de promoción de inversiones extranjeras y convenios de doble imposición.




  Ahora, los acuerdos de promoción comercial tienden a tener un alcance que excede lo establecido en el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT por su sigla en inglés) de 1947 y sus reformas. De hecho, muchos de estos acuerdos, además de los temas propios del comercio de mercancías (como lo son el trato nacional, el acceso a mercados, el origen, la administración aduanera, los obstáculos técnicos al comercio, las medidas de defensa comercial y mercancías especiales como agricultura, textiles y vestido) incluyen asuntos que durante mucho tiempo no se consideró negociar tales como contratación pública, comercio transfronterizo de servicios, competencia, monopolios y empresas del Estado, telecomunicaciones, propiedad intelectual, aspectos laborales y del medio ambiente. Todo esto enmarcado en reglas claras en materia de transparencia, mecanismos de administración de los acuerdos, solución de controversias y algunos otros aspectos de aquellos generales, pero que interesan especialmente a las partes suscriptoras.




  Con la suscripción de estos acuerdos comerciales se puede decir que el Derecho se acomoda a la realidad del mundo globalizado, donde hay que compatibilizar las normas nacionales con los tratados que suscribe el país y con las normas de carácter multilateral, unas de las cuales, como en el caso de la OMC, pretendían ser básicamente aquellas que fueran capaces de regular el comercio internacional sobre la base de un sistema normativo global fundamentado en el principio de no discriminación. Esta normativa que se estableció con la OMC termina erosionada ante la proliferación de acuerdos sobre las mismas materias entre los países, cada uno de los cuales deviene usualmente en un sistema preferente para el comercio entre las partes suscriptoras y específicamente para aquellas personas que dentro de ese entorno son considerados como los sujetos de dicho tratado.1




  Así las cosas, por la multiplicidad de acuerdos, muchos de ellos con los mismos países, y las normas nacionales referentes a la misma temática, se presentan en la práctica situaciones en las cuales se debe determinar en primer lugar cuál es la norma a aplicar. En efecto, los problemas de compatibilización de normas y de prevalencia de las mismas se encuentran hoy al orden del día, al punto que debe determinarse cuál es la norma que aplica, escogiendo entre otras, entre una norma nacional, una inserta en un acuerdo comercial o en un convenio de doble imposición, etcétera, y una norma de carácter multilateral.




  Para tratar de ensayar una solución a este tipo de problemática se estudia en este trabajo la compatibilidad de las normas constitucionales colombianas con las normas propias de un tratado de comercio; y, por esto, se ha escogido como fundamento de estudio (sin que este sea exclusivo ni la única herramienta por utilizar) la jurisprudencia de la Corte Constitucional, especialmente, las sentencias C-750 y C-751 de 2008, que se encargan de estudiar las leyes 1143 del 4 de julio de 2007 y 1166 del 21 de noviembre de 2007; la primera, aprobatoria del acuerdo de promoción comercial entre Colombia y Estados Unidos, y la segunda, del protocolo modificatorio del acuerdo mencionado.




  Sobre la base de la jurisprudencia extractada de estas sentencias y de otras sobre temas relacionados, se pretende verificar la compatibilidad de los tratados comerciales bilaterales y multilaterales con la Constitución y las normas de Derecho interno, para al final concluir cuál o cuáles predominan o deben predominar dentro de nuestro ordenamiento jurídico y cómo manejar el problema de aplicación de normas cuando una misma realidad de hecho se puede subsumir dentro del ámbito de cobertura de varios sistemas normativos.2 Todo esto, tratando de hacerlo compatible también con la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de la cual es parte Colombia y es recogida en nuestro Derecho por la Ley 32 de 1985.




  Primera parte




  

    	Aspectos liminares


  




  1.1. El ordenamiento jurídico colombiano




  Colombia responde a un ordenamiento jurídico positivo de base, el cual se conforma por un sistema normativo armónico y unitario que utiliza para llenar sus vacíos principios, tales como la equidad, la jurisprudencia, los principios generales de derecho, la doctrina, la analogía y las reglas generales de derecho, entre otros. Se trata entonces de un sistema jurídico que no tiene lagunas, pues incluso ante la ausencia de una norma específica aplicable se proponen herramientas como las mencionadas para que en todos los casos el sistema jurídico ofrezca una solución frente a un caso particular.3




  Por otro lado, se trata de un sistema basado en la jerarquía de las normas dentro del cual, sin asomo de duda, es la Constitución Política la que tiene mayor jerarquía. La Constitución es la norma de normas y en todo caso de incompatibilidad entre una norma constitucional y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales (art. 4º constitucional).




  La segunda fuente del ordenamiento es la ley, entendiendo por esta aquella norma emanada del Congreso de la República y que ha sido objeto de un trámite establecido en la Constitución para su elaboración. Esto más, Colombia como Estado Social de Derecho de corte democrático que es, tiene establecida la división del poder público en tres ramas, correspondiendo precisamente al Congreso hacer las leyes (arts. 114 y 150 constitucionales). El Congreso es, en el caso colombiano, el representante del pueblo a quien se encarga de manera general el establecimiento de las normas (leyes) que deben regular básicamente todos los ámbitos que requiere la sociedad para que sea posible la convivencia social y el cumplimiento de los fines de la Constitución.




  Ahora, no todas las leyes tienen la misma jerarquía puesto que la misma Constitución ha establecido las leyes orgánicas (art. 151 constitucional) y las leyes estatutarias (art.152 constitucional), normas estas que requieren para su aprobación la mayoría absoluta de los miembros del Congreso, regulan materias específicas y suponen una forma o requerimientos establecidos por la misma Constitución para su producción.




  Empero lo anterior, es la ley ordinaria el instrumento utilizado para cubrir la mayor parte de los ámbitos legislativos, es decir, aquella que regula principalmente temas comerciales e impositivos. Con la misma jerarquía de la ley ordinaria se encuentran las denominadas leyes marco o leyes generales, que se diferencian de la ley ordinaria en cuanto que no se encargan de regular íntegramente las materias que desarrollan, sino que deben exponer los objetivos y criterios a los que se debe sujetar el gobierno para regular aspectos como el comercio exterior, el régimen de cambios internacionales, e incluso, para “modificar, por razones de política comercial, los aranceles, tarifas y demás disposiciones concernientes al régimen de aduanas”.4




  Por excepción, algunos decretos o actos emanados del Presidente de la República tienen la misma fuerza de la ley. Esto ocurre con los denominados decretos –ley o decretos con fuerza de ley– que expide el presidente cuando el congreso lo reviste de sus facultades para legislar sobre ciertas materias, con excepción de la expedición de códigos, leyes estatutarias, leyes orgánicas, leyes marco o decretar impuestos (art. 150, numeral 10 constitucional) y los decretos legislativos, es decir, aquellos que expide el presidente en los estados de excepción.5 Estos decretos son de carácter excepcional tanto por su motivo como por el hecho de que solo pueden acometer las materias propias que dan lugar a los mismos y pueden ser avocados en cualquier momento por el Congreso de la República para confirmarlos o variarlos, y también son de conocimiento de la Corte Constitucional para verificar que se cumpla, precisamente, con la Constitución (art. 241, numeral 7 constitucional).




  Las otras normas que contiene el sistema jurídico tienen una menor categoría jerárquica que la ley y por ello no la pueden contradecir o desconocer. Incluso, los decretos que desarrollan las antes mencionadas leyes marco, y que la Corte Constitucional conoce con el nombre de decretos ejecutivos (ver, por ejemplo, la Sentencia C-133 de 1993), como quiera que desarrollan la ley marco, no se encuentran a su altura.




  1.2. La Constitución y los tratados




  Ya para este momento, la pregunta que debe formularse es cómo se compaginan los tratados internacionales con la normativa interna. Y para ello, conviene verificar lo que establece la Constitución respecto de esta temática, consagrado especialmente en los artículos 9º, 150 numeral 16, 189 numeral 2, 224 a 227 y 241 numeral 10.6




  El control de la constitucionalidad de los tratados internacionales y de las leyes aprobatorias de estas se caracteriza por ser:




  

    

      	a.



      	Previo al perfeccionamiento del tratado, pero posterior a la aprobación del Congreso y a la sanción gubernamental.

    




    

      	b.



      	Automático, pues debe ser enviada directamente por el Presidente de la República a la Corte Constitucional dentro de los seis días siguientes a la sanción gubernamental.

    




    

      	c.



      	Integral, en la medida en que la Corte debe analizar tanto los aspectos formales como los materiales de la ley y el tratado, confrontándolos con todo el texto constitucional.

    




    

      	d.



      	Tiene fuerza de cosa juzgada.

    




    

      	e.



      	Es una condición sine qua non para la ratificación del correspondiente acuerdo.

    




    

      	f.



      	Cumple una función preventiva, pues su finalidad es garantizar tanto la supremacía de la Constitución como el cumplimiento de los compromisos internacionales del Estado colombiano.

    


  




  Dada la naturaleza especial de las leyes aprobatorias de tratados públicos, el legislador no puede alterar su contenido introduciendo nuevas cláusulas, ya que su función consiste en aprobar o improbar la totalidad del tratado. Si el tratado es multilateral, es posible hacer declaraciones interpretativas y, a menos que estén expresamente prohibidas, también se pueden introducir reservas que no afecten el objeto y fin del tratado.




  El artículo 19 de la Convención de 1969 sobre el Derecho de los Tratados dice: “Un Estado podrá formular una reserva en el momento de firmar, ratificar, aceptar o aprobar un tratado o de adherirse al mismo, a menos: a) que la reserva esté prohibida por el tratado; b) que el tratado disponga que únicamente pueden hacerse determinadas reservas, entre las cuales no figure la reserva de que se trata”.




  El examen de fondo (que consiste en juzgar las disposiciones del texto del tratado internacional que se revisa y el de su ley aprobatoria respecto de la totalidad de las disposiciones del ordenamiento superior) es exclusivamente jurídico y por lo tanto no comprende cuestiones de conveniencia, oportunidad, utilidad y eficiencia. El control constitucional sobre este tipo de tratados es abstracto y previo, y como es imposible anticipar todas las hipótesis de aplicación y de interpretación de este, solo ante una contradicción evidente y puntual con la Carta procede la declaratoria de inconstitucionalidad del aparte correspondiente del tratado.




  No obstante, a medida que el tratado es desarrollado y aplicado por medio de diversos actos en el ámbito colombiano expedidos por los órganos competentes, cuyas atribuciones constitucionales se mantienen incólumes, tales actos pueden ser objeto de control constitucional por vía de los mecanismos existentes en el ordenamiento jurídico. Esta posibilidad no implica que la Corte Constitucional se convierta en un juez de la armonización interpretativa de diversos tratados comerciales, en especial de un TLC bilateral o de acuerdos internacionales multilaterales, los cuales tienen sus propios ámbitos y requisitos de aplicación y de resolución de controversias.




  De conformidad con lo que establece el artículo 241 de la Carta, en su numeral 10, es competencia de la Corte Constitucional “decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los aprueben”. En ejercicio de esa facultad, la Corte Constitucional revisa la constitucionalidad tanto de la ley aprobatoria como del tratado antes de que se produzca su ratificación. Según lo que establece el artículo 241 numeral 10, “si la Corte los declara constitucionales, el Gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no serán ratificados”. Por lo tanto, sin un fallo de fondo que confirme la constitucionalidad del tratado, el gobierno no puede expresar válidamente su consentimiento a nivel internacional. Esta competencia incluye las enmiendas, protocolos modificatorios y cartas adjuntas, que son verdaderos tratados internacionales.




  Se lee también en la Sentencia C-751 de 2008 una referencia al artículo 2º de la Convención de Viena, en los siguientes términos:




  Según lo que establece el artículo 2º de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados “se entiende por ‘tratado’ un acuerdo internacional celebrado por escrito entre Estados y regido por el derecho internacional, ya conste en un instrumento único o en dos o más instrumentos conexos y cualquiera que sea su denominación particular”. En esa medida, los protocolos modificatorios o las enmiendas son verdaderos tratados, como quiera que son el resultado de un acuerdo escrito de voluntades entre sujetos de derecho internacional para modificar, adicionar, o incluso interpretar otro instrumento internacional.




  1.3. Otros preceptos constitucionales aplicables a los tratados




  La jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha pronunciado sobre este tema en diferentes ocasiones. A manera ilustrativa, la Sentencia C-750 de 2008, en su estudio sobre la exequibilidad de la Ley 1143 de 2007 sobre el acuerdo de promoción comercial de Colombia con Estados Unidos, establece que por la materia y los temas tratados son varias las disposiciones constitucionales que deben ser estudiadas y cotejadas, entre ellas las siguientes:




  

    	El preámbulo de la Constitución, dentro del cual se garantiza un orden económico y social justo.7





    	El artículo 1º, que define a Colombia como un Estado social de derecho.8





    	El artículo 2º, referente a los fines esenciales del Estado.




    	El artículo 7º, sobre diversidad étnica y cultural de la nación.




    	El artículo 8º, sobre protección de las riquezas culturales y naturales de la nación.




    	El artículo 13, sobre derecho a la igualdad.




    	El artículo 25, sobre el derecho al trabajo.9 Este artículo debe leerse en consonancia con el artículo 39, relacionado con el derecho a constituir sindicatos y asociaciones; el artículo 53, sobre principios mínimos fundamentales de la relación laboral; el artículo 55, sobre derecho a la negociación colectiva para regular las relaciones laborales; y el artículo 56, sobre el derecho a la huelga.10





    	El artículo 29, sobre el debido proceso.




    	El artículo 43, referente a iguales derechos y oportunidades entre la mujer y el hombre.




    	El artículo 44, sobre la protección prevalente de los derechos de los niños.11





    	El artículo 46, sobre protección y asistencia de las personas de la tercera edad.




    	El artículo 47, sobre protección de personas con disminución física, sensorial y psíquica.




    	El artículo 48, sobre la seguridad social como servicio público obligatorio y derecho irrenunciable.




    	El artículo 49, sobre atención de la salud y el saneamiento ambiental. Este artículo debe leerse en consonancia con el artículo 79, que consagra el derecho de todas las personas a gozar de un ambiente sano y el deber del Estado de proteger la diversidad e integridad del ambiente,12 conservar áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de esos fines. También en consonancia con el artículo 80, que indica que el Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental,13 imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados. Así mismo, cooperará con otras naciones en la protección de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas.




    	El artículo 58 sobre la garantía sobre la propiedad privada y su función social.14





    	El artículo 61 sobre la protección de la propiedad intelectual.15





    	El artículo 63, que establece que los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la nación y los demás bienes que determine la ley son inalienables, imprescriptibles e inembargables.16



      Este artículo debe leerse en consonancia con el artículo 72, que establece que el patrimonio cultural de la nación está bajo la protección del Estado, que, como ya se indicó, junto con el patrimonio arqueológico y otros bienes culturales, conforman la identidad nacional. También se relaciona el artículo 329, que se refiere a los derechos sociales, económicos y culturales de comunidades indígenas, y el artículo 330 indica que la explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas se hará sin desmedro de la integridad cultural, social y económica de dichas comunidades. En las decisiones que se adopten respecto de dicha explotación, el gobierno propiciará la participación de los representantes de las respectivas comunidades.


    




    	El artículo 64, sobre la promoción de acceso progresivo a la propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios y a los servicios de educación, salud, vivienda, seguridad social, recreación, crédito, comunicaciones, comercialización de los productos, asistencia técnica y empresarial, con el fin de mejorar el ingreso y calidad de vida de los campesinos.




    	El artículo 65, que establece que la producción de alimentos gozará de especial protección del Estado: se otorgará prioridad al desarrollo integral de las actividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, forestales y agroindustriales, así como a la construcción de obras de infraestructura física y adecuación de tierras. El Estado promoverá la investigación y la transferencia de tecnología para la producción de alimentos y materias primas de origen agropecuario, con el propósito de incrementar la productividad.17





    	El artículo 67, que indica que la educación es un derecho y servicio público con función social.




    	El artículo 71 sobre incentivos para personas e instituciones que desarrollen y fomenten la ciencia y la tecnología y las demás manifestaciones culturales y los estímulos especiales a personas e instituciones que ejerzan estas actividades.




    	El artículo 75 indica que el espectro electromagnético es un bien público inenajenable e imprescriptible sujeto a la gestión y control del Estado. Esta norma debe verse en consonancia con los artículos 76 y 77. Según el artículo 76, la intervención estatal en el espectro electromagnético para los servicios de televisión, estará a cargo de un organismo de Derecho público con personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonial y técnica, sujeto a un régimen legal propio; y por su parte, el artículo 77 indica que la dirección de la política que en materia de televisión determine la ley, sin menoscabo de las libertades consagradas en la Constitución, estará a cargo del organismo mencionado.



      Se garantiza la igualdad de oportunidades en el acceso a su uso en los términos que fije la ley. Para garantizar el pluralismo informativo y la competencia, el Estado intervendrá por mandato de la ley para evitar las prácticas monopolísticas en el uso del espectro electromagnético.18


    




    	El artículo 78, según el cual la ley regulará el control de la calidad de bienes y servicios ofrecidos y prestados a la comunidad, así como la información que debe suministrarse al público en su comercialización. Serán responsables, de acuerdo con la ley, quienes en la producción y en la comercialización de bienes y servicios atenten contra la salud, la seguridad y el adecuado aprovisionamiento a consumidores y usuarios. El Estado garantizará la participación de las organizaciones de consumidores y usuarios en el estudio de las disposiciones que les conciernen.




    	El artículo 100 indica que los extranjeros disfrutarán en Colombia de los mismos derechos civiles que se conceden a los colombianos. No obstante, la ley podrá, por razones de orden público, subordinar a condiciones especiales o negar el ejercicio de determinados derechos civiles a los extranjeros, quienes gozarán de las garantías concedidas a los nacionales, salvo las limitaciones que establezcan la Constitución o la ley.19





    	El artículo 101 indica que los límites de Colombia son los establecidos en los tratados internacionales aprobados por el Congreso, debidamente ratificados por el Presidente de la República, y los definidos por los laudos arbitrales en que sea parte la nación. Forman parte de Colombia, además del territorio continental, el archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, la isla de Malpelo y demás islas, islotes, cayos, morros y bancos que le pertenecen. También son parte de Colombia el subsuelo, el mar territorial, la zona contigua, la plataforma continental, la zona económica exclusiva, el espacio aéreo, el segmento de la órbita geoestacionaria, el espectro electromagnético y el espacio donde actúa, de conformidad con el derecho internacional o con las leyes colombianas a falta de normas internacionales.20 Esto se debe compaginar con el artículo 102, en virtud del cual el territorio, con los bienes públicos que de él forman parte, pertenece a la nación.




    	El artículo 150 en el numeral 19 dispone que corresponde al Congreso dictar normas generales, y señalar en ellas los objetivos y criterios a los cuales debe sujetarse el gobierno para organizar el crédito público, regular el comercio exterior y señalar el régimen de cambio internacional, en concordancia con las funciones que la Constitución consagra para la junta directiva del Banco de la República; modificar, por razones de política comercial los aranceles, tarifas y demás disposiciones concernientes al régimen de aduanas; regular las actividades financiera, bursátil, aseguradora y cualquiera otra relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos captados del público; fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y la fuerza pública; y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores oficiales.21





    	Los artículos 332 y siguientes hacen referencia a lo que la Corte Constitucional denomina la ‘Constitución económica’. Los artículos contienen principios y reglas que permiten confrontar, en términos de validez, las políticas económicas y sociales que adoptan el legislador y el gobierno, cuya discrecionalidad política forzosamente resulta limitada. Entre los principios que conforman el anotado orden económico están:


  




  

    

      	a.



      	La efectividad de los derechos fundamentales, económicos, sociales y culturales, por el que se obliga al Estado y a sus autoridades a propiciar un diseño de la economía y de los diferentes procesos sociales que resulte funcional a este propósito.

    




    

      	b.



      	Se garantiza la propiedad privada, asociativa y solidaria, pero se establece que ella tiene una función social y ecológica (art. 58); la calidad de los bienes y servicios ofrecidos y prestados a la comunidad debe ser objeto de regulación legal y de vigilancia pública (art. 365).

    




    

      	c.



      	El manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, lo mismo que el ambiente sano, son elementos que integran el núcleo de derechos colectivos y se convierten por tanto en materia de regulación e intensa protección.

    




    

      	d.



      	Las políticas económicas, sociales y ambientales se articulan a través de los planes de desarrollo que deben ajustarse al concepto de ‘desarrollo sostenible’ (art. 339).

    




    

      	e.



      	Se garantiza la libertad económica y la iniciativa privada, dentro de los límites del bien común, el ambiente y el patrimonio cultural de la nación (art. 333).

    




    

      	f.



      	Se promueve el correcto y transparente funcionamiento de los mercados, como garantía y presupuesto de la libertad económica y del eficiente funcionamiento de la economía, para lo cual el Estado debe controlar los abusos que se cometan y que distorsionen sus mecanismos.

    




    

      	g.



      	Se ordena al Estado estimular y mantener altos niveles de productividad y competitividad.

    




    

      	h.



      	Se señala que la dirección de la economía estará a cargo del Estado y que este intervendrá por mandato de la ley en el proceso económico con el fin de mejorar la calidad de vida de las personas, la distribución equitativa de oportunidades y la preservación del ambiente sano (art. 334).

    




    

      	i.



      	 La actividad financiera, bursátil, aseguradora y las demás relacionadas con el ahorro se someten a la vigilancia estricta del Estado y a las regulaciones que se dicten (art. 335).

    




    

      	j.



      	 El Estado debe promover la democratización del crédito.

    




    

      	k.



      	Los monopolios públicos solo pueden establecerse por la ley como arbitrios rentísticos, con una finalidad de interés público o social (art. 336).22


    




    

      	l.



      	 Es deber del Estado asegurar la prestación de los servicios públicos a todos los habitantes del territorio nacional (art. 365).

    




    

      	m.



      	Se considera que es objetivo fundamental de la actividad del Estado solucionar las necesidades insatisfechas de salud, educación, saneamiento ambiental y agua potable, entre otras.

    




    

      	n.



      	 Sobre la intervención en la economía, el instrumento por excelencia que permite a las autoridades lograr la efectividad de la función social de la empresa es la actividad estatal de intervención en la economía. Esta intervención se lleva a cabo por mandato de la ley “en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados para racionalizar la economía con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano” (art. 334).

    




    

      	o.



      	Si bien la libertad de empresa admite límites, esta intervención no puede eliminarla y debe obedecer a criterios de razonabilidad y proporcionalidad. Por ello, en reiterada jurisprudencia la Corte se ha encargado de señalar los límites de tal intervención:

    


  




  - Necesariamente debe llevarse a cabo por ministerio de la ley.




  - No puede afectar el núcleo esencial de la libertad de empresa.




  - Debe obedecer a motivos adecuados y suficientes que justifiquen la limitación de la referida garantía.




  - Debe obedecer al principio de solidaridad.




  - Debe responder a criterios de razonabilidad y proporcionalidad.




  

    	El artículo 332 precisa que el Estado es propietario del subsuelo y de los recursos naturales no renovables, sin perjuicio de los derechos adquiridos y perfeccionados con arreglo a las leyes preexistentes.




    	El artículo 337 indica que la ley podrá establecer para las zonas de frontera terrestres y marítimas normas especiales en materias económicas y sociales tendientes a promover su desarrollo.




    	El artículo 365 indica que los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado y que es deber de este asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional. Los servicios públicos estarán sometidos al régimen jurídico que fije la ley, podrán ser prestados por el Estado directa o indirectamente, por comunidades organizadas, o por particulares; pero, en todo caso, el Estado mantendrá la regulación, el control y la vigilancia de dichos servicios.




    	El artículo 366 refiere que el bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población son finalidades sociales del Estado, razón por la cual será objetivo fundamental de su actividad la solución de las necesidades insatisfechas de salud, de educación, de saneamiento ambiental y de agua potable. Para tales efectos, en los planes y presupuestos de la Nación y de las entidades territoriales el gasto público social tendrá prioridad sobre cualquier otra asignación.




    	El artículo 371 indica que el Banco de la República ejercerá las funciones de banca central y estará organizado como persona jurídica de Derecho público, con autonomía administrativa, patrimonial y técnica, sujeto a un régimen legal propio.


  




  1.4. Aplicabilidad de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados




  También como aspecto liminar de este trabajo es pertinente recordar que Colombia hace parte de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados y que por tanto debe cumplir con todas sus disposiciones. Dicha convención, incorporada al derecho nacional con la ley 32 de 1985, entiende por ‘aceptación’, ‘aprobación’ y ‘adhesión’, según el caso, el acto internacional así denominado por el cual un Estado hace constar en el ámbito internacional su consentimiento en obligarse por un tratado (art. 2º, lit. b).




  Los artículos 24 y 2523 de dicha convención disponen sobre la entrada en vigor y aplicación provisional de los tratados, y el artículo 26 referencia el pacta sunt servanda al decir que todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe.




  El artículo 27 dispone que una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación de incumplimiento de un tratado. Esta norma se entiende sin perjuicio del artículo 46, en virtud del cual “el hecho de que el consentimiento de un Estado para obligarse haya sido manifiesto en relación con una disposición de su derecho interno sobre la competencia para celebrar los tratados, no puede ser alegado por dicho Estado como vicio de su consentimiento, a menos que esa violación sea manifiesta y afecte a una norma de importancia fundamental de su derecho interno”. Ahora, la misma norma dispone que “una violación es manifiesta si resulta objetivamente evidente para cualquier Estado que proceda en la materia conforme a la práctica usual y de buena fe”.




  La misma convención en el artículo 42 ha establecido que la validez de un tratado o el consentimiento de un Estado en obligarse solo se pueden impugnar mediante la aplicación de la convención, y que la terminación de un tratado, la denuncia o retiro de una parte solo podrán tener lugar como resultado de la aplicación de los tratados o de la convención (igual ocurrirá con la suspensión de un tratado).




  Los artículos 28 a 33,24 finalmente, disponen sobre la irretroactividad de los tratados, el ámbito territorial, la aplicación sucesiva de tratados concernientes a la misma materia, interpretación, medios de interpretación complementarios e interpretación de tratados autenticados en más de un idioma.




  

    	Principios rectores de la celebración de tratados internacionales


  




  Como se ha mencionado, la Constitución Política en su artículo 9º establece que las relaciones exteriores del Estado colombiano se fundamentan en la soberanía nacional, el respeto a la autodeterminación de los pueblos y el reconocimiento de los principios del Derecho Internacional aceptados por Colombia. Se hace énfasis también en el hecho de que la política exterior se debe orientar hacia la integración latinoamericana y del Caribe.




  Comoquiera que se está estudiando el ámbito dentro del cual Colombia celebra tratados comerciales bilaterales o multilaterales, es importante delimitar el ámbito de los principios en los que se fundamenta la Constitución para estos temas, lo que, como se anunciaba desde la introducción, se hará, en la media de lo posible, sobre la base de la jurisprudencia de la Corte Constitucional y, especialmente, la recogida en las sentencias c-750 y c-751 de 2008.




  2.1. Principio de soberanía




  Este es el primero de los principios que, de acuerdo con la Constitución, sirve de fundamento a las relaciones exteriores y, para el caso que nos interesa, a la posibilidad de celebrar acuerdos en materia económica.




  2.1.1. La soberanía es uno de los aspectos sobre el cual se trabajó de manera amplia en la temática del derecho constitucional a lo largo del siglo XX. Por un lado, el apelativo de “soberano” puede hacer referencia a originario, único entre los demás ordenamientos jurídicos, ordenamiento superior. Desde otra óptica, y visto el Estado como una persona jurídica del derecho internacional, “la calificación de soberano indica entonces ‘la posición particular de independencia de la persona jurídica estatal frente a las demás personas jurídicas que se mueven en su ámbito espacial’”. De esta última concepción se puede derivar otra concepción de soberanía referida en este caso a “la potestad absoluta de gobierno de la misma persona estatal”.25 De otro lado se dice que la evolución histórica de los Estados modernos a partir de la Edad Media va íntimamente unida al reconocimiento progresivo de la soberanía, aduciéndose también que la noción de soberanía “no es una categoría absoluta, sino histórica”.26




  Lo cierto es que a través del tiempo la soberanía, aun cuando va cambiando en cuanto a su ámbito y su intensidad, expresa básicamente una capacidad para organizarse por sí mismo y de manera autónoma por parte de un Estado. Esta capacidad se refleja en la manera como se concibe el poder público, se divide y se establece la forma del autogobierno.




  En el ámbito colombiano y en relación con la Constitución de 1886, Sáchica Aponte, analizando el artículo 2º de la Carta que declaraba que la soberanía reside especial y exclusivamente en la nación de la que emanan los poderes públicos, refiere que dicho concepto implicaba que:




  

    

      	a.



      	“La nación colombiana es una realidad históricamente diferenciada, existente por sí misma y anterior al Estado que erige comunidad jurídica comprensiva de esa unidad espiritual.

    




    

      	b.



      	El Estado correspondiente a la nación colombiana aspira a integrar en él la totalidad de ese complejo histórico.

    




    

      	c.



      	La nación colombiana es distinta y tiene carácter y elementos propios, diferentes a la totalidad de la población o elemento humano integrado en el Estado como suma de individuos, como masa, asentado en su dominio territorial.

    




    

      	d.



      	La nación colombiana es independiente de cualquier poder extraño, tiene su propia empresa histórica, y rechaza toda intervención en sus decisiones internas.

    




    

      	e.



      	La potestad constituyente radica solamente en la nación, único sujeto con capacidad para manifestar la unidad política y jurídica en una decisión de conjunto.

    




    

      	f.



      	Ese poder reside en la totalidad de la nación y en ella comunidad simple, sin que nadie pueda arrogársela en su nombre.

    




    

      	g.



      	La legitimación del poder del Estado está en la voluntad nacional, como consenso.

    




    

      	h.



      	La nación se reserva la facultad de actuación directa, en caso de necesitarse un cambio fundamental, constitucional, de su ser político.

    




    

      	i.



      	El Estado ejerce un poder delegado, en representación de la nación, en un sistema de democracia indirecta.

    




    

      	j.



      	El Estado colombiano es un Estado de derecho: porque sus poderes son limitados, puesto que debe ejercerlos ‘dentro de los términos que la Constitución establece’, que no son otros que los del bien público que tiene por finalidad, como lo dice el artículo 16 del estatuto, al determinar que ‘las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en sus vidas, honra y bienes, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares”.27


    


  




  Para el año de 1991 el poder o ente soberano varió, estableciéndose, sin lugar a duda, la soberanía en el pueblo. De ahí que, utilizando las palabras de Sáchica Aponte, podría cambiarse el concepto de nación por el concepto de pueblo, el que deviene entonces en el poder soberano. Así las cosas, la soberanía radica exclusivamente en el pueblo, y es este la fuente del poder público que se ejerce de la manera como lo establece la Constitución.




  El reconocimiento al pueblo como titular de la soberanía es nada menos que acoger la idea democrática de un régimen en el cual es el conglomerado de los electores el que a través de la Constitución y del voto dirige los asuntos públicos directamente o a través de sus representantes.28 La soberanía será entonces una cualidad del concepto de Estado que debe obedecer a los lineamientos del pueblo.




  2.1.2. Por otro lado, ya se había dicho cómo el concepto de soberanía se acomoda a un momento histórico: de la Constitución de 1991 se deriva que radica en el pueblo y que debe acoplarse al concepto de globalización y todas sus implicaciones en materia económica.




  En efecto, sobre el principio de soberanía se ha pronunciado la Corte Constitucional en algunas sentencias. Por ejemplo, la Corte estableció en la Sentencia C-199 de 2012 que




  “La desaparición de las fronteras nacionales, para determinados efectos, parece ser, en el largo plazo, un estado de cosas del que los Estados no podrán sustraerse con facilidad. En la actualidad, el proteccionismo económico, que incita a los países a replegarse sobre sí mismos, ignorando los flujos y reflujos del comercio internacional, sólo puede conducir a que los países que lo llevan a cabo se sometan a sí mismos al ostracismo y se conviertan en una especie de parias de la sociedad internacional. En este orden de ideas, la internacionalización de las relaciones económicas se convierte en un hecho necesario para la supervivencia y el desarrollo de los Estados que trasciende las ideologías y los programas políticos”.29




  La Sentencia C-750 de 2008 indica que




  “El contenido y los límites del principio de soberanía han ido evolucionando a la par del desarrollo de las relaciones internacionales y de las necesidades de la comunidad internacional […] Así entendida, la soberanía en sentido jurídico confiere derechos y obligaciones para los Estados, quienes gozan de autonomía e independencia para la regulación de sus asuntos internos, y pueden aceptar libremente, sin imposiciones foráneas, en su condición de sujetos iguales de la comunidad internacional, obligaciones recíprocas orientadas a la convivencia pacífica y al fortalecimiento de relaciones de cooperación y ayuda mutua […] Se sabe que la globalización de la economía ha conllevado la existencia de Estados plurinacionales con objetivos comunes para el desarrollo político, social y económico de sus pueblos, donde la era de la información ha abierto espacios sin fronteras superando el concepto absoluto y excluyente de soberanía nacional. La configuración de un sistema económico abierto pretende aumentar la movilidad de los bienes, servicios, productos y capitales, disminuir los costos de las transacciones, ajustar al Estado a las innovaciones tecnológicas que impone el mundo actual, complementar las economías de los Estados conforme a sus necesidades y fortalezas, atraer la inversión extranjera y fortalecer su participación en los demás países; todo en la búsqueda de mayores beneficios en la relación productividad, calidad y costo que repercuta favorablemente en el crecimiento económico sostenible del Estado. Por lo tanto, la soberanía no es un poder para desconocer el derecho internacional, por grande que sea la capacidad económica o bélica de un Estado, sino el ejercicio de unas competencias plenas y exclusivas, sin interferencia de otros Estados. Esto tiene consecuencias en diferentes ámbitos, como el de la relación entre el principio de la supremacía de la Constitución, expresión de la soberanía, y el respeto al derecho internacional”.




  También señala la sentencia que la internacionalización de las relaciones económicas y comerciales debe ser apreciada responsablemente por las ramas del poder público como son, en primer lugar, el Presidente de la República al tener bajo su responsabilidad la dirección de las relaciones internacionales y poder suscribir tratados (art. 189.2 superior), el Congreso de la República al ejercer la función de aprobar o improbar los tratados que el Gobierno celebre con otros Estados (art. 150.16 superior); y la Corte Constitucional, al decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados y las leyes que los aprueban (art. 241.10 superior).




  Así mismo, y en relación con la soberanía, se señala que las definiciones de algunas expresiones contenidas en los acuerdos no vulneran la Constitución por cuanto “contribuyen a un mejor entendimiento e interpretación de las cláusulas que integran dicho Convenio, permitiendo así la correcta aplicación y, por ende, mayor seguridad jurídica”. Concretamente se dispuso, que territorio significa “(a) con respecto a Colombia, además de su territorio continental, el archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, la Isla de Malpelo y todas las demás islas, islotes, cayos, morros y bancos que le pertenecen, así como su espacio aéreo, y las áreas marítimas sobre las que tiene soberanía o derechos soberanos o jurisdicción de conformidad con su legislación interna y el derecho internacional, incluidos los tratados internacionales aplicables”. Como ya se ha mencionado, sobre el concepto de territorio del TLC entre Colombia y Estados Unidos, la Corte ha precisado que este no vulnera la Constitución,30 dado que dicho concepto es solo para la aplicación del tratado, mientras que es el artículo 101 el que se refiere al establecimiento de los límites del país. Por lo anterior, Colombia seguirá ejerciendo soberanía sobre todo lo que hace parte de ella según la Constitución, de conformidad con los límites establecidos en los tratados internacionales.31




  2.1.3. En texto de muy reciente aparición, Montaño Galarza32, específicamente al estudiar la participación de los Estados en los tratados, y en especial en los tratados de integración, menciona la forma como los Estados pueden llegar a afectar su soberanía, acotando que se utilizan a veces diversos términos o vocablos tales como ‘transparencia’, ‘delegación’, “atribución o cesión de competencias”, cuando entrando un poco más al fondo de la temática se puede dilucidar que se trata de términos con connotaciones jurídicas diferentes.




  Este aspecto de análisis se hace definitivamente más importante en ámbitos de integración económica, como ocurre para Colombia en el entorno de la CAN, donde “la estructura de integración no confiere poderes a sus órganos sino que son los Estados quienes lo hacen al aprobar el tratado fundacional o instrumentos posteriores”. Por lo demás, la organización supranacional es la receptora de poder público.33




  Con estos comentarios previos, se miran las diversas maneras como la doctrina ha entendido ese paso o compartimiento de soberanía que se manifiesta en estos fenómenos de integración comercial:




  

    

      	a.



      	Transferencia de competencias. De acuerdo con Montaño Galarza, la transferencia desde la óptica de lo administrativo “implica una técnica dinámica de naturaleza pública, funcional para concretar el posicionamiento de una competencia bajo el dominio de un nuevo o diferente ente u órgano del poder público”. Sin embargo, puede pasar que “los Estados al participar de una organización supranacional restringen su soberanía porque parte de ella se la transfiere”. Aduce el autor que, en su opinión, “el Estado, en sentido jurídico no quedaría despojado sin más de poderes, ni de soberanía, sino que pasa a ejercer aquellos poderes junto con otros Estados y de otra forma, mediante el empleo de una nueva instancia de poder público, de la índole supranacional”.34


    




    

      	b.



      	La Constitución colombiana, por lo menos desde el punto de vista terminológico, acoge esta figura de transferencia de competencias, tal como se reconoce en el artículo 150.16 superior, cuando se dice que el Estado, por medio de los tratados, podrá transferir parcialmente determinadas atribuciones a organismos internacionales, que tengan por objeto promover o consolidar la integración económica con otros Estados y sobre base de equidad, reciprocidad y conveniencia.

    




    

      	c.



      	Delegación de competencias. Se parte de que la Constitución de un país es la norma que por excelencia define las líneas maestras para el reparto del poder público de los Estados. Para países como Argentina, donde se indica que los tratados de integración delegan competencias y jurisdicción a organizaciones supranacionales en condiciones de reciprocidad e igualdad, la delegación termina siendo útil “para concretar el reparto de competencias estatales hacia lo externo, por ejemplo, a una organización supranacional”. Con competencia establecida en la Constitución no es muy común, aunque cuando se encuentra, como en el caso argentino, es la misma Carta Fundamental la que permite la entrega de competencias.

    




    

      	d.



      	Por otro lado, la técnica de la delegación implica la posibilidad del delegante de recuperar sus competencias, aspecto que “se suscitaría una vez que un Estado miembro de una organización supranacional proceda a denunciar el tratado constitutivo de la entidad”. Así, y siguiendo lo normado en el artículo 42.2 de la Convención de Viena, “los Estados miembros siempre tendrán posibilidad de denunciar el instrumento fundacional y, por consiguiente, de recuperar las competencias”. Además, la delegación podría ser de carácter temporal, puesto que el Estado conserva su capacidad de desvincularse de las obligaciones internacionales pactadas. Esto, sin desconocer que en el mundo contemporáneo, por su evolución, puede no ser conveniente en la política o en la práctica que los Estados se desvinculen de sus obligaciones.35


    




    

      	e.



      	Atribución de competencias. No se trata, por supuesto, de que el ente supranacional se atribuya lo que los Estados Parte no le han dado, sino la posibilidad de estos últimos de trasladar, entregar, relocalizar, imputar o cargar competencias. “La atribución de competencias en la construcción de esquemas supranacionales afectaría ámbitos de gestión de poder público estatal relacionados tanto con el orden legislativo como con el administrativo y el judicial, lo que como algunos suponen, causa por una parte, una suerte de bloqueo constante de los derechos soberanos de los Estados, y por la otra, ajustes irregulares a los sistemas constitucionales”.

    




    

      	f.



      	De atribución de competencias habla la Constitución de la República Dominicana y de Venezuela. Por su lado, el tribunal constitucional alemán, en Sentencia 22 del 18 de octubre de 1967, indica que la organización supranacional ejerce competencias atribuidas por los Estados.36


    




    

      	g.



      	Cesión de competencias. Ceder es sinónimo de transferir, lo que “implica abandono, renuncia, abdicación o dejación”. Parte de la doctrina tradicional europea entendía que los Estados miembros cedieron sus poderes expresa y soberanamente, aunque de manera limitada, a las organizaciones supranacionales europeas. Así, ceder es mucho más fuerte que delegar, en el sentido de entregar competencias estatales al órgano supranacional.

    




    

      	h.



      	La cesión la contemplan las constituciones de Bolivia y España, aun cuando en el caso de Bolivia se requiere de referendo popular, y en el caso español, la jurisprudencia del tribunal constitucional ha indicado que no se trata de ceder la titularidad de una competencia, sino solamente su ejercicio. No se trata de cesión de poder, pues se afectarían de manera sustancial elementos que constituyen el Estado constitucional. De lo que se puede hablar es de un desplazamiento de competencias. Además, “la entrega de competencias realizada por la aprobación de los tratados fundacionales permiten la denuncia en cualquier tiempo de su vigencia; el Estado nunca se desprende totalmente de las competencias soberanas que le son inherentes, porque ‘posee la competencia de la competencia’ y además el órgano supranacional no constituye un nuevo Estado”.

    


  




  De todo lo anterior, concluye Montaño Galarza que resulta más conveniente utilizar el término de ‘delegación’, “como título que permite explicar que el Estado mediante las técnicas de la ‘transferencia’ o de la ‘atribución’, sitúa las competencias en un órgano externo de poder público, de manera limitada, tanto material como temporalmente”. Además, la organización supranacional creada “llega a ser solo titular secundaria o derivada de unos poderes ‘delegados’, porque originariamente pertenecen a los Estados”, tal como lo destaca la jurisprudencia del tribunal de justicia de la CAN (proceso No. 4IP-89).37




  2.2. Principio de autodeterminación de los pueblos




  De acuerdo con el diccionario de la Real Academia, la autodeterminación hace referencia a la “decisión de los pobladores de una unidad territorial acerca de su futuro estatuto político”.38 Puede referirse también a la capacidad de un ente de autogobernarse, lo que puesto en otros términos supone esa facultad que posee el ente, en este caso el Estado, de establecer tanto las normas que lo determinen como la forma de llevarlo a cabo a través del ejercicio del poder público.




  La autodeterminación, en la Constitución de 1991, es uno de los principios en los que se fundamentan las relaciones internacionales, entre ellas las de carácter económico. La jurisprudencia de la Corte Constitucional (Sentencia C-750 de 2008) ha determinado que tiene relación con la libre búsqueda o escogencia de cada Estado para definir su propio ordenamiento constitucional y legal, así como negociar de manera voluntaria acuerdos o tratados internacionales.




  En la Sentencia C-401 de 1995, la Corte hizo énfasis




  en que el desarrollo de los pueblos es un derecho que debe ser garantizado y promovido dentro del marco del derecho internacional […] Se repite que no puede Colombia salir del subdesarrollo, si no se abre a la internacionalización económica y tecnológica, a las puertas del conocimiento más avanzado y a la conexión con las fuentes generadoras del progreso científico y tecnológico, así como a la relación intercultural. El aislamiento de un Estado, su no sociabilidad, equivale al estancamiento, principal obstáculo para hacer efectivo el derecho al desarrollo.39




  Este tema se relaciona además con el principio del Estado social de derecho, según el cual uno de sus objetivos es que el Estado debe velar por el bienestar de los asociados, asumiendo una participación activa para contrarrestar las desigualdades sociales y superar los apremios materiales.40




  De este principio se deducen diversos mandatos y obligaciones constitucionales. Primariamente, el congreso tiene la tarea de adoptar las medidas legislativas necesarias para construir un orden político, económico y social justo (Preámbulo, art.lo 2º superior). Por otra parte, el Estado y la sociedad en su conjunto, de conformidad con los principios de la dignidad humana y de la solidaridad (art. 1º superior), deben contribuir a garantizar a toda persona el mínimo vital para una existencia digna.




  2.3. Principios del derecho internacional




  Los principios del derecho internacional constituyen otro de los fundamentos de las relaciones exteriores del país de acuerdo con el artículo 9º de la Constitución y, por supuesto, serán fundamento de los tratados que Colombia celebre.




  En primera instancia, se puede decir que el derecho internacional al que se refiere la Constitución en esta oportunidad es probablemente el que se conoce como Derecho Internacional Público, el que hace referencia a ese sistema jurídico compuesto por normas y principios que regulan las relaciones de los diferentes organismos internacionales,41 considerando que hoy los Estados no son los únicos sujetos con personería reconocida por el derecho internacional. Así las cosas, el Derecho Internacional Público regulará las relaciones entre los Estados, los Estados y los organismos internacionales, y las de los organismos internacionales entre ellos, sean estos últimos o no de carácter multilateral.42




  En este contexto, al referirse a principios del derecho internacional aceptados por Colombia, seguramente se está haciendo relación a aquellos fundamentos últimos o primeros (según se miren), que son la base de las relaciones entre los sujetos antes mencionados, y que tienen la fuerza referida precisamente porque los sujetos de la comunidad internacional en el transcurso del tiempo los han venido asumiendo.




  Se trata básicamente de aquellos que la Convención de Viena denomina normas imperativas del derecho internacional o Ius Cogens,43 principios que tienen tal preponderancia que el artículo 53 de la mencionada Convención dispone que “es nulo todo tratado que, en el momento de su celebración, esté en oposición con una norma imperativa de derecho internacional general” y; agrega “para efectos de la presente Convención, una norma imperativa de derecho internacional general es una norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados en su conjunto como norma que no admite acuerdo en contrario y que solo puede ser modificada por una norma ulterior de derecho internacional que tenga el mismo carácter”.




  Desde otra óptica, los principios generales de derecho internacional constituyen una de sus fuentes, jerárquicamente después de las convenciones y la costumbre, tal como lo establece el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia en su artículo 38.44




  Varela Quirós comenta que seguramente esos principios generales de derecho tienen una marcada influencia del Ius Gentium romano.45 En el derecho romano, esta expresión se refería a un conjunto de reglas jurídicas que regían las relaciones entre los pueblos (algo así como el Derecho Internacional Público moderno). En las Institutas de Justiniano, se tiene que el Derecho de gentes es común al género humano (Ius Gentium omni humano generi commune est); lo cual no es otra cosa que la referencia a una conciencia jurídica universal; normas admitidas por la generalidad de los pueblos “en sus relaciones pacíficas y en las más frecuentes y duras de las guerras”.46




  También, y según Varela Quirós, estos principios abarcan fundamentos de aquellos comunes al derecho y a cualquier sistema jurídico, haciendo conciencia que lo que cambia son los sujetos de los mismos. En otras palabras, estos principios serán los mismos fundamentos del Derecho interno de los Estados, y entre ellos se incluirán principios tales como justicia, equidad, imparcialidad de jueces y tribunales, debido proceso, reparación del daño causado ilegalmente,47 con la característica de ser aplicables a unos sujetos especiales: los Estados.48 No obstante, aun cuando los principios del Derecho Internacional tengan los mismos supuestos de los principios del Derecho interno, lo cierto es que tienen sus propias expresiones o manifestaciones, toda vez que regulan conductas de sujetos especiales diferentes a las personas naturales “cuyos poderes, privilegios y actuaciones trascienden los de una sociedad concreta y determinada”.49 Así, el autor destaca dentro de estos principios los siguientes:




  

    

      	a.



      	Ningún Estado puede alegar deficiencia o carencia de su sistema interno para dejar de cumplir obligaciones internacionales, ni siquiera pretextando buena fe.50


    




    

      	b.



      	Los tratados prevalecen sobre la ley ordinaria:51 contraída una obligación internacional, se invierte el principio de ley posterior,52 pues el Estado limita su capacidad de modificar la ley interna en lo que atañe al compromiso internacional.

    




    

      	c.



      	Los cambios de régimen interno no afectan los compromisos internacionales válidamente adquiridos.53


    




    

      	d.



      	La renuncia de los derechos de un Estado no puede presumirse; debe ser expresa: los Estados están obligados a cooperar entre ellos.

    




    

      	e.



      	Un Estado no puede alegar su dominio reservado para incumplir con los principios que informan los derechos humanos.54


    


  




  Siguiendo a Monroy Cabra55, los principios básicos del derecho internacional56 se encuentran consagrados en la Carta de las Naciones Unidas, la doctrina y la jurisprudencia internacional. También está la Declaración sobre los Principios de Derecho Internacional Referentes a las Relaciones de Amistad y Cooperación entre los Estados, adoptada el 24 de octubre de 1970. Dicha declaración clarifica los principios fundamentales de la Carta de las Naciones Unidas (art. 2º), y puede decirse que revela normas sobre Derecho consuetudinario. Estos principios son:




  

    

      	a.



      	En sus relaciones internacionales, los Estados no recurrirán a amenazas o a la fuerza contra otros Estados (atentando contra su integridad territorial y/o independencia política). También este principio se extiende a cualquier otra forma incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas.

    




    

      	b.



      	Los Estados arreglarán sus controversias por medios pacíficos. De esta manera no se arriesgan la paz, justicia y seguridad internacional.

    




    

      	c.



      	Los Estados no intervendrán en los asuntos de la jurisdicción interna de otros Estados.

    




    

      	d.



      	Los Estados están obligados a cooperar entre ellos.

    




    

      	e.



      	Igualdad de derechos y libre determinación de los pueblos.

    




    

      	f.



      	Igualdad soberana de los pueblos.

    




    

      	g.



      	Los Estados cumplirán de buena fe las obligaciones que contraigan. Este principio permite la realización de los propósitos de la Carta de las Naciones Unidas.

    


  




  2.4. Internacionalización de la economía




  La Constitución Política dispone en varias de sus normas su presupuesto o proyecto de que la política exterior de Colombia se oriente a la internacionalización y, especialmente, a la integración latinoamericana y del Caribe. Esta finalidad se establece desde el Preámbulo de la Constitución, se ratifica en el artículo 9º y se desarrolla en los artículos 226 y 227, que claramente hablan de la internacionalización de las relaciones económicas mediante la celebración de tratados y sobre bases de equidad, igualdad y reciprocidad. Por su lado, el artículo 150.16 recoge el mismo objetivo cuando el constituyente le indica al Congreso su facultad de aprobar o improbar tratados que incluso permiten transferir parcialmente determinadas atribuciones a organismos internacionales que tengan por objeto promover o consolidar la integración económica con otros Estados, con lo que queda claro que los acuerdos económicos de cualquier naturaleza, supongan o no ámbitos de integración económica, pueden ser celebrados con cualquier país u órgano internacional en el mundo, como ocurre por ejemplo con los acuerdos comerciales con la Unión Europea y con los Estados Unidos.




  Desde la Sentencia C-564 de 1992,57 la Corte recordó el auge de la tendencia internacionalizante de las relaciones económicas, sociales y políticas en lugar de una política aislacionista.




  Dentro de la política de inserción activa del Estado colombiano en los mercados internacionales a través de la suscripción de acuerdos comerciales con los países de América Latina y del Caribe, y con las demás naciones, el Presidente de la República en ejercicio de las competencias atribuidas por el artículo 189.2 superior, hizo explícito en la Ley 812 de 2003, contentiva del Plan Nacional de Desarrollo años 2003-2006, la necesidad de celebrar acuerdos de libre comercio en la búsqueda principal del crecimiento económico sostenido que permita reducir el desempleo y la pobreza en el país.




  De la necesidad que tiene el país de adecuarse al nuevo entorno y de las posibilidades de aprovechar las oportunidades que genera el TLC surgen varias opciones que atraen los flujos de inversión extranjera:




  a. La participación en obras vitales para el TLC, como es el caso de las concesiones de vías y aeropuertos.




  b. La participación en empresas nacionales que necesitan ampliaciones de planta con miras a crecer sus exportaciones.




  c. El desarrollo de productos nuevos de exportación de forma individual o en asocio con empresarios colombianos.




  d. La complementación con socios estratégicos que aporten tecnología o diseño.




  e. La ubicación de empresas extranjeras en el país para aprovechar las ventajas de acceso preferencial al mercado de otros países.




  2.5. Integración económica




  La Constitución Política, en su Preámbulo y en los artículos 9º y 227, indica que Colombia en su política exterior se debe orientar hacia la integración latinoamericana y del Caribe a través de tratados que sobre bases de equidad, igualdad y reciprocidad creen órganos supranacionales, e incluso, una comunidad latinoamericana de naciones.




  También, refiere a este tema cuando al señalar las facultades del congreso aduce la posibilidad de transferir parcialmente atribuciones a organismos internacionales que tengan por objeto consolidar la integración económica con otros Estados.




  De lo previamente dicho, se infieren conceptos como los de ‘integración’ y ‘supranacionalidad’. También que la integración debe ser prevalente con la comunidad latinoamericana dentro de la cual debemos entender también los países del Caribe. En otras palabras, la integración debe ser preferencialmente con los países de América Latina y del Caribe. Empero, esa integración puede ser con otros Estados (art. 150, num. 16 y art. 226), y realizada sobre bases de equidad, reciprocidad y conveniencia nacional.




  De manera muy genérica, la integración supone la unión de Estados en varios aspectos sobre todo de naturaleza económica, que busca a través de la eliminación de barreras la conformación de un ámbito espacial ampliado compuesto por el territorio de los países miembros y dentro del cual los países parte del proceso eliminan barreras, posibilitando las mismas reglas para el trato de determinados aspectos.




  Pizzolo define la integración como un conjunto de normas y actos jurídicos que regulan las conductas de los Estados entre sí, de los Estados con los organismos internacionales y de los organismos internacionales entre sí, con el objeto de potenciar la colaboración entre las partes para facilitar la obtención de los fines propuestos –generalmente económicos–, mejorar sus relaciones recíprocas y fortalecer su posición conjunta frente a los Estados ajenos al grupo formado.58




  Tugores entiende por integración “el proceso mediante el cual los países van eliminando los tratamientos diferenciales, que se manifiestan a través de barreras comerciales, limitaciones a los movimientos de factores, políticas macroeconómicas industriales, alteraciones de los tipos de cambio, políticas macroeconómicas autónomas, etc.”.59




  Por su parte, Basaldúa indica que los procesos de integración económica parten de una realidad que constituye su presupuesto necesario: la existencia de distintos ámbitos espaciales económicos donde en cada uno la mercancía (los servicios) originaria del exterior es discriminada de diversas formas. La acción de integrar supone entonces la existencia de partes con las que se procura conformar un todo, constituir o construir un nuevo ámbito económico. A partir de los diversos espacios económicos el espacio de libre circulación económica resultará ampliado. Concebida como un proceso la integración económica, puede definirse como conjunto de acciones encaminadas a eliminar progresivamente la discriminación entre los diversos espacios económicos involucrados. El objetivo es conformar una nueva unidad económica, producto de la suma o fusión de los distintos ámbitos espaciales objeto de un proceso de integración.60




  El GATT de 1947, en su artículo XXIV, hace referencia a la aplicación territorial del tratado, y entendiendo como parte integrante del mismo a los territorios aduaneros,61 aduce que el acuerdo y sus disposiciones no se deben interpretar en el sentido de obstaculizar el tráfico fronterizo;62 al contrario, se reconoce la conveniencia de aumentar la libertad del comercio, desarrollando una integración mayor de las economías de los países que participan en tales acuerdos mediante acuerdos libremente concertados. Se reconoce además que el establecimiento de zonas de libre comercio63 y de uniones aduaneras64 debe tener por objeto facilitar el comercio entre los territorios constitutivos y no erigir obstáculos al de otras partes contratantes con esos territorios.




  Para Basaldúa65 son formas y niveles de integración las siguientes:




  

    	zona de libre comercio




    	unión aduanera




    	mercado común




    	unión económica




    	integración económica total


  




  Es en este entorno, y a partir de las uniones aduaneras, donde el término de supranacionalidad hace su aparición para referir a ese fenómeno que explica el surgimiento de un órgano internacional que tiene la capacidad o la competencia de regular ciertos aspectos para aquellos países que lo han conformado. Se habla entonces de un derecho de carácter comunitario, aludiendo a temas comunes, muchos de los cuales obligatorios para aquellos países que por virtud de la integración, generalmente económica, crean un organismo de carácter supranacional. En este sentido, Caicedo Perdomo definía la supranacionalidad “como la competencia de un órgano internacional o comunitario para tomar decisiones directa o indirectamente obligatorias en el territorio de los Estados miembros, sin necesidad de una incorporación en el ordenamiento jurídico nacional”.66




  La tabla 1 extrae un ejercicio comparativo sobre el tema elaborado por Basaldúa, el cual permite conocer la interrelación entre las formas de integración según las preferencias arancelarias, si hay libre circulación de mercancías, políticas, territorios y legislación común, si hay personalidad jurídica y moneda común:




  Tabla 1. Etapas de integración económica




  [image: tabla1]




  Fuente: Díaz, Vicente O. et al. “Alcance y formas de la integración económica regional”. En: Tratado de tributación, Tomo II, Vol. 2. Buenos Aires: Astrea, 2004, p. 96.




  Como se puede observar, no todos los procesos de integración dan como resultado un órgano supranacional ni un derecho comunitario. La supranacionalidad propiamente dicha quedaría circunscrita a aquellos fenómenos de integración que suponen como mínimo una unión tarifaria (esto sobre la base de un análisis que se hace a la tabla 1).




  En el caso colombiano el único tratado que plantea la institución de la supranacionalidad es el que actualmente se conoce con el nombre de Comunidad Andina de Naciones (CAN), que aun y de manera imperfecta y limitada establece para ciertos casos una normativa andina de obligatorio cumplimiento para los países de la comunidad. En los casos en que ello ocurre, las decisiones, resoluciones o normas de la comunidad rigen dentro del territorio de los países miembros sin necesidad de que las mismas sean receptadas por el Derecho interno. Si bien en términos generales la CAN no tiene la condición de unión aduanera, y ni siquiera de unión tarifaria, se trata de un fenómeno de integración sui generis como quiera que cuenta con personería jurídica y órganos propios de un proceso de integración tales como el Consejo Presidencial Andino, el Consejo Andino de Ministros, la Comisión de la Comunidad Andina, la Secretaría General de la Comunidad Andina, el Tribunal Andino de Justicia, e incluso, un Parlamento Andino, entre otros. Además, existe un Derecho comunitario andino que cuenta con normas tales como decisiones y resoluciones que, como regla general, son vinculantes para los países miembros, con el único requisito de su publicación en la gaceta oficial de la Comunidad Andina.




  Síntesis de todo lo anterior, el GATT de 1994 reconoce los dos fenómenos de integración económica que más desarrollo han tenido: las zonas de libre comercio y las uniones aduaneras.




  

    	Jerarquía de los tratados de naturaleza económica en Colombia


  




  3.1. Los tratados comerciales y el ordenamiento jurídico colombiano




  Mucho se ha debatido acerca de la jerarquía de los tratados en relación con los derechos internos de los diferentes países. A nivel general puede afirmarse que tradicionalmente los tratadistas del tema han tomado dos posturas extremas y, dentro de ellas, algunos descubren matices o particularidades con la que se elabora una nueva tesis que se acerca a uno u otra de las tesis extremas.




  En efecto, algunos tratadistas conciben el sistema jurídico, en términos finales, como uno solo, al que pertenecen tanto los derechos nacionales de cada país como lo que de manera genérica se llamará acá derecho internacional. Dicha locución en este escrito se usa para agrupar a todos los sistemas normativos que provienen de un ámbito internacional, trátese de un ámbito bilateral, comunitario, multilateral, etcétera. Los que así razonan consideran que el Derecho interno de los países debe supeditarse al derecho internacional. Esto, entre otras cosas, en la medida en que el Derecho nacional es limitado a un ámbito geográfico o territorio de un Estado, pero no es imponible a otro u otros Estados o comunidades. Por otro lado, el derecho internacional surge como fruto del acuerdo de los países, los que delegan facultades, funciones o competencias en un sistema normativo que de entrada, y por ser objeto del acuerdo entre Estados, tiene mayor jerarquía que las normas de Derecho interno. Estas características son propias de la denominada teoría monista, que dentro de ese único sistema jurídico establece una superior jerarquía a la norma internacional sobre la norma nacional.




  Los defensores de la teoría de los dos sistemas jurídicos aducen que conviven en el mundo dos sistemas normativos diferentes: el nacional de cada país y el internacional. Dentro de cada país lo que prevalece es su propio derecho, y el derecho internacional o las normas que se formen entre Estados o comunidades de Estados solo tendrán acogimiento dentro del territorio de un país si la normativa interna de dicho país ha receptado o asumido como propia la norma de derecho internacional. Así las cosas, para los dualistas el Derecho Internacional estaría de alguna manera supeditado al Derecho nacional, o por lo menos, a su Derecho Constitucional.




  La discusión anterior debe incorporar lo establecido por la Convención de Viena en virtud de la cual todo acuerdo o tratado se hace para cumplirse y los países, como regla general, no pueden alegar el no cumplimiento de los mismos argumentando disposiciones de su Derecho interno, y ni siquiera pretextando buena fe.




  Observando todo lo anterior, la corte constitucional ha acogido tesis de carácter intermedio67 según las cuales se da cierta primacía al Derecho nacional en la medida en que todo acuerdo debe respetar lo establecido por la Constitución Política de Colombia. Así las cosas, los tratados estarían supeditados a la Constitución, con la excepción específica que hace la misma Constitución en el artículo 93, cuando indica que los tratados que reconocen derechos humanos y temas directamente relacionados prevalecen sobre el orden interno y hacen parte de lo que la corte denomina el bloque de constitucionalidad.68




  La Corte Constitucional ha expresado también que algunas normas de Derecho comunitario podrían excepcionalmente integrarse al bloque de constitucionalidad bajo la condición sine qua non de que se trate de una normativa que reconozca y desarrolle de manera explícita y directa los derechos humanos (como la Decisión 351 de 1993 expedida por la Comisión del Acuerdo de Cartagena, que contiene el Régimen Común sobre derechos de autor y derechos conexos).




  Empero, salvo cuestiones excepcionales, los tratados comerciales no se refieren al tema de los derechos humanos, por lo que puede afirmarse con tranquilidad que para el caso colombiano, y de acuerdo con la jurisprudencia de la corte constitucional, los tratados de naturaleza comercial se encuentran supeditados a la Constitución. Esto quiere decir que para que un tratado de comercio sea válido, se debe cotejar con la Constitución, y solo podrán ser declaradas exequibles aquellas de las normas del tratado que no la contravengan, afirmación que también se pone de presente en la Sentencia C– 750 de 2008.




  3.2. Los tratados comerciales y la ley interna




  Aclarado que en Colombia los acuerdos comerciales se encuentran supeditados a la Constitución Política y a las normas que hacen parte del bloque de constitucionalidad, hay que entrar a establecer la supremacía entre la ley o norma emanada del poder legislativo y el tratado comercial.




  Sobre este punto la corte constitucional ha recordado –y en este trabajo se pone de presente– que la Constitución colombiana consagra diversos tipos de leyes, dentro de las cuales destaca las leyes estatutarias, las leyes orgánicas, las leyes ordinarias y las leyes marco. Las leyes orgánicas y estatutarias están específicamente contempladas por la Constitución en cuanto al procedimiento y mayorías para su aprobación, modificación o derogación, así como en cuanto a su temática.69 Y como quiera que estas leyes suponen unos procedimientos y mayorías especiales, se juzga que las mismas se encuentran jerárquicamente por encima de las leyes ordinarias y de las leyes marco.




  La ley ordinaria hace referencia al mecanismo legislativo general, es decir, al usualmente utilizado por el congreso para regular cualquier aspecto que se requiera. Por excepción, no se presentan las leyes ordinarias en aquellos aspectos específicamente otorgados a la ley orgánica o a la ley estatutaria, y tampoco a los temas de las denominadas leyes generales o marco que consagra el numeral 19 del artículo 150 de la Constitución.




  Ya se ha establecido la superioridad jerárquica de la ley estatutaria y de la ley orgánica. El asunto que tiene que ver con la ley general o marco es otro: esta cuenta con procedimientos de elaboración y mayorías de aprobación iguales que los de una ley ordinaria, pero supone que este tipo de herramienta se usa solamente para unos campos específicos, donde la Constitución le indica al congreso que debe limitarse a dar el marco o fijar los criterios u objetivos a los cuales debe sujetarse el gobierno para legislar en determinados temas. Estos temas tienen entre otras que ver con la regulación del comercio exterior, el régimen de cambios internacionales, la modificación por razones de política comercial de aranceles, tarifas y demás disposiciones concernientes al régimen de aduanas, regular la actividad financiera, bursátil, aseguradora y cualquier otra relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos captados del público (numeral 19 del artículo 150 superior). En otras palabras, las leyes marco regularán, por excepción, algunos aspectos de naturaleza económica o comercial específicamente establecidos en la Constitución, permitiendo al ejecutivo que sea este quien desarrolle con amplitud los temas anteriormente señalados en la medida que, como regla general, se trata de temas cuya regulación requiere de agilidad, de conocimiento técnico y de pericia con la que cuenta el ejecutivo, pero definitivamente no el Congreso. Los otros aspectos de naturaleza comercial se regularán entonces por la ley ordinaria, la que, como ya se ha puesto en evidencia, tiene la misma jerarquía de las denominadas leyes generales o marco, y además la ley ordinaria es el mecanismo general de regulación de todos los temas que excepcionalmente no se regulen por otros mecanismos de acuerdo con la Constitución.70




  Dilucidado lo anterior, recuerda la corte que los acuerdos de naturaleza comercial, e incluso los de carácter impositivo como lo son los convenios de doble imposición (CDI), usualmente regulan temas de carácter económico o comercial, de aquellos que internamente serían regulados por una ley ordinaria o por una ley marco. Y llegado a este punto, la conclusión lógica indica que los tratados de comercio tienen, como regla general, la misma jerarquía de una ley ordinaria o de una ley marco dentro del sistema jurídico colombiano.71




  En suma, el tratado comercial requiere para su validez no solo de su celebración por el ejecutivo (art. 189.2 superior), sino que el mismo sea acogido por el congreso a través de una ley de la República (art. 150, num. 16 superior). Así, la ley que aprueba un tratado de comercio es una ley ordinaria y, en tal virtud, se encontraría a la misma altura jerárquica de la ley ordinaria, con algunas salvedades como, por ejemplo, cuando la ley de comercio toca aspectos que tienen que ver con los derechos humanos.




  3.3. La prevalencia en la aplicación del tratado




  Dilucidado que los acuerdos comerciales están a la misma altura jerárquica de una ley ordinaria, habría que responder a la pregunta de cuál ley prevalece cuando un tema específico podía subsumirse dentro de una ley ordinaria normal y una ley que aprueba un tratado. Este aspecto se resolvería por el criterio de la especialidad, el cual referirá al ámbito territorial, pero en especial a los sujetos que puedan ser subsumidos por la ley, de manera que, v.g., ante un aspecto de aquellos que se regulan en el TLC entre Colombia y Estados Unidos y un código colombiano, como puede ser el código de comercio o el estatuto de la contratación pública, prevalecerá lo dicho en el ACP Colombia-Estados Unidos si se trata de un ciudadano norteamericano queriendo contratar en el país o haciendo obras en Colombia. En este caso se desplaza la ley colombiana general relativa a la misma materia, pero sin derogarla.




  

    	La interpretación de los tratados


  




  Un tratado de libre comercio no tiene superioridad ni igualdad jerárquica con la Constitución, está supeditado a esta y también a las leyes orgánicas y estatutarias. Empero, pueden tomarse como criterio de interpretación de las leyes internas en virtud de la aplicación del principio pacta sunt servanda.




  En efecto, los tratados como acuerdos entre dos partes diferentes deben interpretarse considerando precisamente esta situación: qué es lo que dicen las partes o qué quisieron decir respecto de determinado artículo del acuerdo. Esto es lo que ocurre con los acuerdos comerciales.




  Según la misma Ley 32 de 1985, que incorpora la Convención de Viena al Derecho nacional, para interpretar los convenios deben tenerse presente las reglas contenidas en los mismos y la Convención de Viena de 1969.




  Un asunto que representa algunos inconvenientes para la observancia de los tratados consiste en el hecho de que un país pretenda invocar disposiciones de Derecho interno como justificación de incumplimiento del acuerdo internacional. Empero, en este punto conviene recordar que ni siquiera el hecho de que el consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado haya sido manifestado en violación de una disposición de su Derecho interno concerniente a la competencia para celebrar tratados, podrá ser alegado por dicho Estado como vicio de su consentimiento, a menos que esa violación sea manifiesta y afecte a una norma de importancia fundamental de su Derecho interno. Ahora, lo de ‘violación manifiesta’ no queda sujeto al simple arbitrio de un país, puesto que la misma Convención aduce que una violación es manifiesta si resulta objetivamente evidente para cualquier Estado que proceda en la materia conforme a la práctica usual y de buena fe.




  Según la corte, lo anterior tiene dos consecuencias importantes en el marco de la Constitución. En primer lugar, las obligaciones asumidas deben ser cumplidas de acuerdo con el principio pacta sunt servanda; en segundo lugar, si los tratados internacionales suscritos por Colombia conceden derechos a favor de particulares (nacionales o extranjeros), su observancia también está orientada por un deber de protección y efectividad. En esa medida, los tratados internacionales se erigen también como criterio de interpretación de la legislación interna.




  En lo que atañe a la noción de buena fe que utiliza la Convención de Viena, puede decirse que un tratado debe interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de estos, y teniendo en cuenta su objeto y su fin. El contexto del tratado comprende, según la misma Convención, el texto del mismo, incluido su preámbulo y anexos, y entre ellos, i) todo acuerdo que se refiere al tratado concertado por las partes con motivo de la celebración del mismo, y ii) todo instrumento formulado por una de las partes y aceptado por la otra o las demás, que sea referente al tratado.72




  También, además del contexto, se tendrá en cuenta i) todo acuerdo ulterior entre las partes acerca de la interpretación del tratado o de la aplicación de sus disposiciones; ii) toda práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado que refleje el acuerdo de las partes acerca de este tema; y iii) toda forma pertinente de derecho internacional aplicable entre las partes. En relación con los términos del tratado, a estos solo se les dará un sentido especial si consta que tal fue la intención de las partes.73




  Finalmente, se podrá acudir a medios de interpretación complementarios, en particular a los trabajos preparatorios del tratado y las circunstancias de su celebración, para confirmar el sentido resultante de la aplicación del artículo 31 de la convención o para determinar el sentido cuando la interpretación realizada, conforme al artículo 31 mencionado, deje ambiguo u oscuro el sentido o conduzca a un resultado manifiestamente absurdo o irrazonable.74 De acuerdo con el artículo 33 de la convención, si el tratado se autenticó en dos o más idiomas, el texto hará igualmente fe en cada idioma,75 a menos que el tratado disponga o las partes convengan que en caso de discrepancia prevalecerá uno de los textos. De la misma manera, se presume que los términos del tratado tienen en cada texto igual sentido. Ahora, salvo en los casos en que prevalezca un determinado texto, cuando la comparación de los textos auténticos revele una diferencia de sentido que no pueda resolverse con las reglas de los artículos 31 y 32 de la convención, se adoptará el sentido que mejor concilie estos textos, habida cuenta del objeto y fin del tratado.




  

    	Otros aspectos analizados por la jurisprudencia


  




  5.1. Principio de trato nacional




  Sobre el trato nacional, la corte, al revisar la constitucionalidad de varios tratados comerciales, ha señalado que la cláusula de trato nacional compatibiliza con la Constitución por cuanto busca eliminar el trato discriminatorio que pudiera presentarse entre los nacionales y extranjeros, en relación con el comercio de mercancías y servicios. En la Sentencia C-369 de 2002 manifestó que el principio de trato nacional “exige que una vez hayan entrado los productos y servicios a un mercado, entonces deben recibir un trato no menos favorable que los productos y servicios nacionales equivalentes”.76




  El objetivo básico de dicho principio consiste en garantizar el derecho a la igualdad de trato en las operaciones de extranjeros y nacionales, lo que tiene un corolario importante en materia de inversiones, pero en últimas, el efecto fundamental de esta cláusula consiste en hacer desaparecer, dentro del ámbito de materias reguladas por la convención que la contiene, toda desigualdad jurídica presente o futura. La norma nacional debe posibilitar el mismo trato para nacionales y extranjeros.




  Sobre trato nacional puede entonces concluirse que se trata de un principio que constituye desarrollo de claros mandatos constitucionales (arts. 13 y 100), y resulta congruente con los imperativos constitucionales de promover la integración económica sobre bases de equidad y reciprocidad. Las relaciones exteriores del Estado se fundamentan en la soberanía nacional, autodeterminación de los pueblos y reconocimiento de los principios de derecho internacional aceptados por Colombia (arts. 9, 226 y 227).




  5.2. Principio de transparencia




  El principio de transparencia no resulta extraño al contenido de otros tratados de libre comercio que el gobierno colombiano ha suscrito y declarado ajustados a la Constitución. Además, la transparencia constituye un principio rector de la función administrativa (art. 209 superior) orientado a la lucha contra la corrupción, que armoniza con los valores, principios y derechos constitucionales al procurar salvaguardar el interés general. La lucha contra la corrupción es un propósito que trasciende las fronteras nacionales para convertirse en un propósito universal.77




  5.3. Asimetrías en los tratados




  La asimetría es uno de aquellos principios que permite la celebración de acuerdos comerciales entre países de diferente nivel de desarrollo, posibilitando ante todo que el cumplimiento de obligaciones por parte de los países en menor grado de desarrollo esté supeditado a menores condiciones o niveles de exigencia, en relación con su contratante más desarrollado. Este principio se reconoce incluso en el ámbito latinoamericano por la ALADI, y se adopta en varios tratados celebrados por Colombia, entre ellos, la CAN y el AC-59 CAN-Mercosur.78




  La corte ha señalado que el reconocimiento de las asimetrías en los tratados de liberalización comercial producto del nivel de crecimiento y desarrollo económico de cada Estado parte garantiza el cumplimiento de los mandatos de equidad y reciprocidad en la promoción de la integración económica y comercial. Y con ello se impulsa la internacionalización de la economía colombiana, conforme se reconoce en el artículo 226 superior.79 Además, esta corporación ha recordado que la OMC, de la cual es miembro Colombia, reconoce la situación de desigualdad en que se encuentran los países según los distintos niveles de desarrollo económico que presentan.




  Conclusiones




  

    

      	a.



      	La Constitución Política de Colombia encabeza el ordenamiento jurídico del país, razón por la cual las disposiciones normativas de carácter económico deben observarla. Así las cosas, para incorporarse al ordenamiento tanto los tratados como las leyes aprobatorias de estos son objeto de un control de constitucionalidad previo, automático, integral y con fuerza de cosa juzgada. Sin embargo, el examen que hace la Corte Constitucional es, aunque exhaustivo, estrictamente jurídico, y no contempla un estudio sobre su conveniencia, oportunidad, utilidad y eficiencia.

    




    

      	b.



      	Para la celebración de un tratado interviene, por ministerio de la Constitución, el Presidente, el Congreso y la Corte Constitucional. El Presidente se encarga de celebrar el tratado, analizando para ello las circunstancias materiales de este. El Congreso, a través de la ley, incorpora el acuerdo a nuestro derecho, siempre que considere la conveniencia del tratado en todo su contenido. Y la Corte Constitucional realiza un examen o confrontación entre el acuerdo contenido en la ley y la Constitución, considerando el sometimiento de los acuerdos de naturaleza económica a la Constitución.

    




    

      	c.



      	El examen de la constitucionalidad de los tratados es de tal importancia, que sin este el gobierno no puede válidamente expresar su consentimiento a nivel internacional.

    




    

      	d.



      	No podría efectuarse una completa valoración sobre el derecho de los tratados sin observar las disposiciones de la Convención de Viena sobre el particular, incorporada al derecho colombiano con la Ley 32 de 1985. Dicha convención recoge no solo definiciones y principios orientadores como la buena fe, sino máximas como la obligación que tienen los Estados para cumplir con las obligaciones internacionales adquiridas, la interpretación que debe hacerse de estos y la validez de sus textos, entre otras.

    




    

      	e.



      	En el marco del artículo 9º constitucional pueden mencionarse como principios rectores de la celebración de los tratados la soberanía, autodeterminación de los pueblos, los principios del derecho internacional, la internacionalización de la economía y la integración económica.

    




    

      	f.



      	La soberanía es un principio rector de la celebración de tratados que expresa la capacidad de un Estado para organizarse por sí mismo y de manera autónoma, y obligarse con otros Estados de considerarlo conveniente. Al radicar la soberanía en el pueblo, el constituyente de 1991 indica que es este quien dirige los asuntos públicos a través de sus representantes y, por ende, dicha delegación debe considerar los cambios y las realidades en distintos aspectos, como lo es por ejemplo la globalización de los mercados y de la economía.

    




    

      	g.



      	El principio de soberanía se integra a diversos ámbitos de las relaciones del Estado. En materia económica, por ejemplo, en aspectos de integración regional y multilateral. Ello es así no solo porque existe un mandato constitucional según el cual Colombia debe buscar la integración económica, sino también porque la soberanía se puede manifestar a través de conceptos de transferencia, delegación, atribución y cesión de competencias.

    




    

      	h.



      	El principio de autodeterminación de los pueblos, entendido como la capacidad del Estado de darse por sí mismo su propio ordenamiento, fundamenta las relaciones internacionales del Estado colombiano. Se trata de una máxima mencionada en diversas disposiciones internacionales que se relaciona además con el concepto de Estado social de derecho y con la necesidad de adoptar un orden político, económico y social justo.

    




    

      	i.



      	 Los principios del derecho internacional recogen lo que se conoce como Ius Cogens o normas imperativas de Derecho Internacional, consagradas en distintos instrumentos como la Carta de las Naciones Unidas, la Declaración sobre los Principios de Derecho Internacional Referentes a las Relaciones de Amistad y Cooperación entre los Estados, la doctrina y la jurisprudencia internacional. Entre ellos pueden mencionarse, por ejemplo, que ningún Estado puede alegar deficiencia o carencia de su sistema interno para dejar de cumplir obligaciones internacionales, que los tratados usualmente prevalecen sobre la ley interna que toca la misma materia, y que la renuncia de los derechos de un Estado no puede presumirse.

    




    

      	j.



      	 La internacionalización de la economía es un mandato constitucional que, junto a la integración económica, han sido puestos de presente no solo en la doctrina sino en instrumentos internacionales como el GATT. De hecho, a nivel mundial se reconoce la conveniencia de aumentar la libertad del comercio a través de acuerdos de comercio, y fenómenos de integración como las uniones aduaneras.

    




    

      	k.



      	En el ámbito de la integración económica surgen conceptos como el de supranacionalidad para referir a ese fenómeno que explica el surgimiento de un órgano internacional que tiene la capacidad o la competencia de regular ciertos aspectos para aquellos países que lo han conformado; es decir, se habla de un Derecho comunitario que, en el caso colombiano, se plantea en el marco de la CAN.

    




    

      	l.



      	 Comoquiera que Colombia ha suscrito numerosos acuerdos comerciales, son diversas las posibles controversias que pudieren presentarse sobre la interpretación de los tratados. Súmese a esto los problemas de aplicación entre los tratados y las disposiciones de Derecho interno, lo que da más realce al conocimiento de las reglas y principios para la interpretación y determinación de la norma aplicable al caso concreto.

    




    

      	m.



      	La Corte Constitucional ha adoptado una visión conocida como ‘monismo moderado’ en lo que a la interpretación de los tratados refiere. Lo anterior quiere decir que se da cierta primacía al Derecho nacional en la medida en que todo acuerdo de comercio debe respetar lo establecido por la Constitución Política de Colombia. También se recuerda que los tratados que reconocen derechos humanos y temas relacionados prevalecen sobre el orden interno y hacen parte de lo que la corte denomina el bloque de constitucionalidad, por lo que deben ser respetados por los tratados comerciales.

    




    

      	n.



      	La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha analizado en varias oportunidades la temática de la exequibilidad de los tratados comerciales, lo que permite conocer las líneas jurisprudenciales que enmarcan tal aspecto. Dentro de ellas destaca la posición según la cual el aislamiento o la no integración en materia económica pueden dar al traste con el desarrollo, el cual va de la mano con el comercio.

    




    

      	o.



      	Los tratados de naturaleza comercial usualmente contienen temas de aquellos que internamente serían regulados por una ley ordinaria o por una ley marco, lo cual quiere significar que dichos acuerdos tienen, como regla general, la misma jerarquía de las mencionadas leyes dentro del sistema jurídico colombiano. Respecto de la prevalencia de cada norma, se resuelve el interrogante a favor del criterio de la especialidad. Los tratados internacionales también son criterio de interpretación de la legislación colombiana.

    




    

      	p.



      	La interpretación de los tratados implica no solo reconocer su lectura literal, sino que es perfectamente viable acudir a medios complementarios como los trabajos preparatorios del tratado, sus anexos, apéndices, notas de pie de página, las circunstancias de su celebración, entre otras.

    




    

      	q.



      	La jurisprudencia constitucional en torno a los temas de tratados comerciales también se ha detenido en aspectos como el principio de trato nacional (aquel que aboga por que no exista trato discriminatorio entre nacionales y extranjeros en relación con el comercio de mercancías y servicios), transparencia (entendida también como un principio rector de la función administrativa) y las asimetrías en los tratados (entendida como aquella situación que permite la celebración de acuerdos comerciales entre países de diferente nivel de desarrollo, posibilitando que el cumplimiento de obligaciones por parte de los países en menor grado de desarrollo esté supeditado a menores niveles de exigencia en relación con su contratante más desarrollado).

    




    

      	r.



      	 No solo en materia de acuerdos de promoción comercial y los convenios de doble imposición, sino también en otros instrumentos como los acuerdos de protección de inversiones, se considera el principio de igualdad a través de las cláusulas de trato nacional. Se trata de una disposición fundada en la misma Constitución Política y en los principios de derecho internacional aceptados por Colombia.
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      1 A más de seis décadas de la fundación del GATT, el trato de nación más favorecida –en adelante NMF– “ha dejado de ser la regla, para ser casi la excepción. Es cierto que gran parte de los intercambios comerciales entre las economías importantes siguen realizándose en régimen NMF, pero lo que se ha calificado de ‘maraña’ de uniones aduaneras, mercados comunes, zonas de libre comercio regionales y bilaterales, preferencias y una gama innumerable de diversos acuerdos comerciales casi ha llegado al punto en que el trato NMF se ha convertido, en general, en un trato excepcional. Sin duda, actualmente la sigla podría definirse mejor como trato de la nación menos favorecida”. Ver: Sutherland, Peter, et al. El futuro de la omc: una respuesta a los desafíos institucionales del nuevo milenio: informe del Consejo Directivo al Director General Supachai Panitchpakdi. Suiza: Organización Mundial de Comercio (OMC), 2004, p. 21.


    




    

      2 Se utilizará también jurisprudencia extractada de sentencias que declaran exequibles los acuerdos de doble imposición. Esto, pues en últimas dicha jurisprudencia es perfectamente aplicable al tratarse de temas económicos, tal cual ocurre con los impuestos.


    




    

      3 Ya desde la vigencia de la Ley 153 de 1887, el artículo 8º dispone que cuando no hay ley exactamente aplicable al caso controvertido, se aplican las leyes que regulen casos o materias semejantes (analogía) y, en su defecto, la doctrina constitucional y las reglas generales de derecho. Previamente, el artículo 4º de la mencionada ley preceptúa que los principios de derecho natural y las reglas de jurisprudencia servirán para ilustrar la Constitución en casos dudosos. La doctrina constitucional es, a su vez, norma para interpretar las leyes.




      El artículo 5º de la mencionada Ley 153 indica que dentro de la equidad natural y la doctrina constitucional, la crítica y la hermenéutica servirán para fijar el pensamiento del legislador y aclarar o armonizar disposiciones legales oscuras o incongruentes.




      Además, el artículo 48 señala que los jueces o magistrados que rehusaren juzgar pretextando silencio, oscuridad o insuficiencia de la ley, incurrirán en responsabilidad por denegación de justicia.




      Por otro lado, el Código Civil contempla un capítulo específico para la interpretación de la ley, y después de fijar lo que entiende por la interpretación por autoridad (art. 25), aduce que los jueces y funcionarios públicos, en la aplicación de las leyes a los casos particulares y en los negocios administrativos, interpretarán la ley por vía de doctrina en busca de su verdadero sentido, así como los particulares emplean su criterio para acomodar las determinaciones generales de la ley a sus hechos e intereses peculiares (art. 26).




      A partir de este momento se establecen reglas que deben seguirse para la interpretación por vía de doctrina, entre ellas:




      

        

          	a.



          	
Cuando el sentido de la ley sea claro, no se desatenderá su tenor literal so pretexto de consultar su espíritu (art. 27).


        




        

          	b.



          	Para interpretar una expresión oscura de la ley se puede recurrir a la interpretación de su espíritu, claramente manifestados en ella misma o en la historia fidedigna de su establecimiento (art. 27).


        




        

          	c.



          	Las palabras de la ley se entienden en su sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas palabras (art. 28).


        




        

          	d.



          	Excepción de lo anterior, cuando el legislador defina expresamente una palabra para cierta materia, caso en el cual se le da el significado legal (art. 28).


        




        

          	e.



          	Las palabras técnicas de toda ciencia o arte se toman en el sentido que les den los que profesan la misma ciencia o arte (art. 29).


        




        

          	f.



          	Excepción de la regla anterior, que claramente aparezca que una palabra propia de una ciencia o arte sea tomada en sentido diverso (art. 29).


        




        

          	g.



          	El contexto de la ley sirve para ilustrar el sentido de cada una de sus partes, de manera que haya entre todas ellas la debida correspondencia y armonía (art. 30).


        




        

          	h.



          	Los pasajes oscuros de una ley pueden ser ilustrados por medio de otras leyes, particularmente si versan sobre el mismo asunto (art. 30).


        




        

          	i.



          	Lo favorable u odioso de una disposición no se tomará en cuenta para ampliar o restringir su interpretación (art. 31).


        




        

          	j.



          	La extensión que deba darse a toda ley se determinará por su genuino sentido, y según las reglas de interpretación precedentes (art. 31).


        




        

          	k.



          	En los casos en que no pudieren aplicarse las reglas de interpretación anteriores, se interpretarán los pasajes oscuros o contradictorios del modo que más conforme parezca al espíritu general de la legislación y la equidad natural.


        


      




      Por otro lado, la Constitución política, en su artículo 230, señala que los jueces en sus providencias solo están sometidos al imperio de la ley y que la equidad, la jurisprudencia, la doctrina y los principios generales de derecho son criterios auxiliares de la actividad judicial. Para explicar en qué consiste el imperio de la ley y la compatibilidad entre el inciso 1 y el 2 del artículo 230 constitucional, la Corte Constitucional es clara al señalar que la jurisprudencia de las altas cortes tiene un verdadero efecto vinculante para los jueces de inferior jerarquía, puesto que los precedentes jurisprudenciales se fundamentan en un tríptico relacionado con la protección de las expectativas patrimoniales, seguridad jurídica y necesidad de uniformidad de los fallos, que en últimas se subsumen todos ellos tanto en el principio de seguridad jurídica como en aquel de igualdad que preceptúa que casos iguales deben ser resueltos de la misma forma.




      De aquí que reconocer la fuerza vinculante a la jurisprudencia sentada por la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura redunda en una mayor coherencia del sistema jurídico colombiano, lo cual no se contradice con imperativos de adaptación a los cambios sociales y económicos. De igual manera, la vinculatoriedad de los precedentes garantiza la vigencia de la igualdad ante la ley de los ciudadanos y la mayor seguridad jurídica para el tráfico jurídico entre los particulares. Luego, sin perjuicio de que la jurisprudencia conserve su atributo de criterio auxiliar, “es razonable exigir, en aras del principio de la igualdad en la aplicación de la ley, que los jueces y funcionarios que consideren autónomamente que deben apartarse de la línea jurisprudencial trazada por las altas cortes, que lo hagan, pero siempre que justifiquen de manera suficiente y adecuada su decisión, pues de lo contrario, estarían infringiendo el principio de igualdad”. Ver: Colombia, Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-335 de 2008. 10 de junio de 2014. http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2008/c-335-08.htm




      En suma de todo lo anterior, nótese cómo el sistema jurídico colombiano otorga una serie de herramientas para que en todos los casos se alcance una solución respecto de un caso consultado.




      Analogía supone, de acuerdo con la definición del diccionario, la relación de semejanza entre cosas distintas, razonamiento basado en la existencia de atributos semejantes, enseres o cosas diferentes. Incluso en derecho, el método por el que una norma jurídica se extiende, por identidad de razón, a casos no comprendidos en ella. Ver: Real Academia Española, Diccionario de la Lengua Española, 22.ª ed., Madrid: Espasa Calpe s.a., 2001, p. 145.




      La analogía se diferencia de la interpretación extensiva de la norma en la medida en que en el supuesto de interpretación extensiva se parte de la base de la existencia de una norma cuyo campo de aplicación se extiende, en tanto que la analogía parte precisamente de la falta de norma y en razón de ello, la contemplación para su aplicación de otra norma que tiene un supuesto de hecho parecido y que por tanto se utiliza para un caso no contemplado.




      Dentro de todos esos criterios que se mencionan en las diferentes normas para proponer una solución cuando no hay una ley exactamente aplicable a un caso, se enuncian los principios generales de derecho o principios base de un ordenamiento jurídico que incluso muchos relacionan con los principios del derecho natural, y entre ellos, principios como los de justicia, seguridad jurídica, igualdad, debido proceso, legalidad, presunción de buena fe, etcétera.




      Cuando se hace referencia a la equidad, se considera que ante todo se alude a la justicia, principio que puede ser visto desde las mismas concepciones aristotélicas de trato igual para los que se encuentran en la misma situación y trato diferenciado para los que se encuentran en distinta situación.




      Por reglas generales de derecho se hace entonces referencia a aquellos preceptos que por sus uso genérico adquieren noción de comúnmente utilizados por todos los aplicadores del derecho. Entre estas, a título de ejemplo: “donde la ley no distingue, no les es dado al intérprete distinguir”, “rebus sic estantibus”, “non bis in ídem”, “pacta sunt servanda”, “ubi éadem est legis ratio, ibi éadem est legis dispositio (donde existe una misma razón de ley, existe la misma disposición legal)”. En últimas, como lo expresaría NOGUERA LABORDE, se trata de aforismos jurídicos o brocárdicos. Ver: Noguera Laborde, Rodrigo. Introducción general al Derecho. vol. ii. Bogotá: Universidad Sergio Arboleda, 1994, p. 84.




      Ahora, cuando se menciona la doctrina como uno de esos criterios auxiliares de interpretación, los autores del tema hacen referencia a esos estudios de los tratadistas y profesores de Derecho que tradicionalmente se ha considerado como fuente de derecho, puesto que se refiere a las opiniones de los científicos de esta materia, lo que indudablemente, como lo dice Noguera Laborde, puede ayudar a llenar vacíos de interpretación. Ver: ibid., p. 85.




      Al decir del profesor Rohde Ponce, en sus palabras de clausura de la 9ª Reunión Mundial de Derecho Aduanero celebrada en Bruselas en septiembre del año 2013, la doctrina jurídica contiene “el estudio científico del derecho, es decir, la sistematización, interpretación y análisis de una entidad jurídica, que en el caso del derecho aduanero, son las normas jurídicas sobre la actividad aduanera, para construir teorías, que una vez comprobadas, puedan llegar a ser principios jurídicos aduaneros”. Más adelante agrega que “No obstante su importancia y valor, la doctrina no es fuente del derecho, porque ella misma no genera derecho alguno, por más autorizada e influyente que sea la opinión de quien la expone, pues desde el espíritu de las leyes de Montesquieu y la Declaración Francesa de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, dio inició lo que hoy es un principio firme: el derecho sólo lo crean los legisladores a través de la ley o los jueces a través de sus sentencias en el sistema del common law, y en esta era de la globalización los tratados internacionales, sin que omitamos que en algunos casos el legislador eleva la doctrina a ese rango, como ocurre en el artículo 38 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia”. Ver: Rohde Ponce, Andrés. “Palabras de clausura”. 9ª Reunión Mundial de Derecho Aduanero, Organización Mundial de Aduanas (OMA), Bruselas, septiembre 6, 2013.




      Hoy dentro de la doctrina se debe mencionar la denominada “doctrina oficial” o estudios realizados por funcionarios de las autoridades administrativas, los cuales tienen el mérito de traducir la opinión de los aplicadores del derecho por parte del Estado aun cuando, desafortunadamente, muchos de estos estudios carecen de profundidad y de una interpretación objetiva. Debe decirse además que quienes efectúan este tipo de doctrina “oficial” deben actuar usualmente de manera afanosa, con fuentes precarias de investigación y obedeciendo parámetros que les establece la entidad para la cual laboran.


    




    

      4 El atributo de ‘general’ que en este caso refiere el numeral 19 del artículo 150 de la Constitución hace referencia al ámbito regulador que, para las materias allí mencionadas, debe ser solo de guía o marco.


    




    

      5 Es decir, aquellos estados de grave alteración del orden público, guerra exterior, hechos que perturben o amenacen perturbar en forma grave el orden económico, social y ecológico del país, o que constituyan grave calamidad pública (arts. 212 a 215 constitucionales).


    




    

      6 Artículo 9º. Las relaciones exteriores del Estado se fundamentan en la soberanía nacional, en el respeto a la autodeterminación de los pueblos y en el reconocimiento de los principios del derecho internacional aceptados por Colombia.




      De igual manera, la política exterior de Colombia se orientará hacia la integración latinoamericana y del Caribe.




      Artículo 150. Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes funciones:




      16. Aprobar o improbar los tratados que el Gobierno celebre con otros Estados o con entidades de derecho internacional. Por medio de dichos tratados podrá el Estado, sobre bases de equidad, reciprocidad y conveniencia nacional, transferir parcialmente determinadas atribuciones a organismos internacionales, que tengan por objeto promover o consolidar la integración económica con otros Estados.




      Artículo 189. Corresponde al Presidente de la República como Jefe de Estado, Jefe del Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa:




      2. Dirigir las relaciones internacionales. Nombrar a los agentes diplomáticos y consulares, recibir a los agentes respectivos y celebrar con otros Estados y entidades de derecho internacional tratados o convenios que se someterán a la aprobación del Congreso.




      Artículo 224. Los tratados, para su validez, deberán ser aprobados por el congreso. Sin embargo, el Presidente de la República podrá dar aplicación provisional a los tratados de naturaleza económica y comercial acordados en el ámbito de organismos internacionales, que así lo dispongan. En este caso tan pronto como un tratado entre en vigor provisionalmente, deberá enviarse al congreso para su aprobación. Si el congreso no lo aprueba, se suspenderá la aplicación del tratado.




      Artículo 225. La Comisión Asesora de Relaciones Exteriores, cuya composición será determinada por la ley, es cuerpo consultivo del Presidente de la República.




      Artículo 226. El Estado promoverá la internacionalización de las relaciones políticas, económicas, sociales y ecológicas sobre bases de equidad, reciprocidad y conveniencia nacional.




      Artículo 227. El Estado promoverá la integración económica, social y política con las demás naciones y especialmente, con los países de América Latina y del Caribe mediante la celebración de tratados que sobre bases de equidad, igualdad y reciprocidad, creen organismos supra -nacionales, inclusive para conformar una comunidad latinoamericana de naciones. La ley podrá establecer elecciones directas para la constitución del parlamento andino y del parlamento latinoamericano.




      Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes funciones:




      10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los aprueben. Con tal fin, el Gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el Gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento formulando la correspondiente reserva.


    




    

      7 El mismo Preámbulo hace referencia a que el pueblo de Colombia está comprometido a impulsar la integración de la comunidad latinoamericana. Esta norma, que tiene desarrollos específicos en el inciso 2 del artículo 9º y en el artículo 227 constitucionales, es objeto de estudio en la mencionada sentencia al establecer que si bien se promueve de manera especial la integración con los países latinoamericanos, ello no quiere decir que la integración con otros países no sea posible.




      Así, fue el propio Constituyente el que señaló la importancia de la integración de la política exterior y de la promoción de la internacionalización de las relaciones económicas de nuestro país; claro está, si se respetan los principios del derecho internacional aceptados por Colombia y se fundamentan en la equidad, reciprocidad y conveniencia nacional. Sobre este aspecto, la Corte Constitucional reseña alguna jurisprudencia:




      a. Sentencia C-323 de 1997, que revisó la constitucionalidad del Acuerdo Comercial entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República Checa.




      b. Sentencia C-279 de 2001, que examinó la constitucionalidad del Acuerdo Comercial entre la República de Colombia y la República de Costa de Marfil.




      c. Sentencia C-864 de 2006, que revisó el Acuerdo de complementación económica suscrito entre los Estados partes de Mercosur y los países miembros de la Comunidad Andina, y el Primer Protocolo Adicional al Régimen de Solución de Controversias.




      La Corte destaca la política de inserción del Estado colombiano en materia de integración comercial a nivel regional y global y con las organizaciones internacionales. Hoy día, pueden enunciarse entre los acuerdos comerciales celebrados o en proceso de negociación los tlc entre los gobiernos de México, Colombia y Venezuela –aclarando que ya Venezuela no es parte– g3 (Sentencia C-178 de 1995); el Acuerdo de Libre Comercio entre Colombia y los Estados efta (European Free Trade Association) (Sentencia C-941 de 2010), el Acuerdo Comercial entre la Unión Europea, Colombia y Perú (cuyo trámite en la Corte Constitucional no se ha terminado de surtir), el Acuerdo de Promoción Comercial entre Colombia y Canadá (Sentencia C-608 de 2010), el Convenio Comercial entre Colombia y Polonia (Sentencia C-280 de 1994), el Convenio Comercial entre Colombia y Hungría (Sentencia C-216 de 1996); el Acuerdo de Comercio entre Colombia y Malasia (Sentencia C-492 de 1998); el Acuerdo Comercial entre Colombia y Argelia (Sentencia C-228 de 1999); el Convenio Comercial entre Colombia y Rusia (Sentencia C-405 de 1999); el Acuerdo Comercial entre Marruecos y Colombia (Sentencia C-719 de 1999); el Acuerdo Comercial entre Colombia y Rumania (Sentencia C-327 de 2000); el Acuerdo para la promoción y protección recíproca de inversiones firmado entre Colombia y España (Sentencia C-309 de 2007); el Acuerdo de Alcance Parcial de Complementación Económica No. 48 entre Argentina y Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela (Sentencia C-581 de 2002); el Acuerdo de Complementación Económica entre Argentina, Brasil, Paraguay, Uruguay, Estados Partes de Mercosur y Colombia, Ecuador y Venezuela, y el Primer Protocolo Adicional Régimen de Solución de Controversias (Sentencia C-864 de 2006).




      Con organizaciones internacionales Colombia también ha concretado negociaciones. Tal es el caso del Acuerdo sobre el Sistema Global de Preferencias Comerciales entre Países en Desarrollo (Sentencia C-564 de 1992); el Protocolo Modificatorio del Acuerdo de Integración Subregional Andino (Sentencia C-231 de 1997); y el Acuerdo de Marrakech de 1994 que establece la Organización Mundial del Comercio omc y fue aprobado en Colombia a través de la Ley 170 de 1994 (Sentencia C-137 de 1995).




      En la Sentencia C-369 de 2002, que revisa el Cuarto Protocolo anexo al Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios con la lista de compromisos específicos de Colombia anexa, se lee que “la omc, como heredera del gatt, es una organización internacional que busca estimular el libre comercio entre los países, sobre la base de reciprocidad y mutuas ventajas, la reducción de aranceles aduaneros y otros obstáculos al comercio, así como la eliminación del trato discriminatorio en las relaciones comerciales internacionales […] Así, los Estados miembros de la omc obtienen beneficios importantes, como, entre otros, la no discriminación en las relaciones comerciales con los demás miembros, y la participación en las decisiones que modifiquen la omc y sus demás acuerdos, y, en general, en el gobierno de la omc”.


    




    

      8 El Estado social de derecho es, como su nombre lo dice, un Estado de derecho, regido por un conjunto de normas jurídicas y, en casos como el colombiano, de carácter democrático, lo que se garantiza con la división de los poderes públicos a la que hace referencia el artículo 113 de la Constitución.




      Por su parte, la connotación de ‘social’ para el Estado refiere a la toma de funciones interventoras por su parte para garantizar la efectividad de los derechos fundamentales. Estos derechos están reconocidos por el Estado de derecho, pero garantizar su efectividad es función del Estado social. No se tratará entonces de un típico orden liberal dentro del cual, y cumpliendo con la ley, cada uno hace lo que puede, sino que se va más allá para que el Estado adquiera esa capacidad intervencionista donde, al decir de García Novoa, “el ensalzamiento de los fines objetivos de la norma, la identificación entre el Estado y la sociedad que supone descartar apriorísticamente intereses individuales contrapuestos o cuanto menos discordantes con el interés público, lleva a atribuir al Estado Social, en sus relaciones con los miembros de la sociedad, funciones de salvaguarda de la justicia distributiva”. Ver: García Novoa, César. El concepto de tributo. Lima: Tax Editor, 2009, p. 119.


    




    

      9 El derecho al trabajo que tiene toda persona se coteja, por ejemplo, con el capítulo xvii del tlc de Colombia y Estados Unidos, dentro del cual las partes reafirman sus obligaciones como miembros de la oit y entre ellas la correspondencia de sus leyes, reglamentos y prácticas con la Declaración sobre principios y derechos fundamentales en el trabajo y sus seguimientos de la oit, y dentro de ellos la libertad de asociación, el reconocimiento efectivo del derecho a la negociación colectiva, la eliminación de toda forma de trabajo forzoso u obligatorio, la abolición efectiva del trabajo infantil y la prohibición de peores formas de trabajo infantil, y la no discriminación con respecto a empleo y ocupación.


    




    

      10 También los artículos mencionados deben cotejarse con los artículos 54 sobre la obligación de los empleadores y del Estado de ofrecer formación y habilitación profesional y técnica a quienes lo requieran; y el artículo 57, relacionado con la participación de los trabajadores en la gestión de las empresas.




      En el tema laboral conviene también mencionar el artículo 17.3 del tlc entre Colombia y Estados Unidos, en virtud del cual las partes deben aplicar efectivamente su legislación laboral actuando de tal manera que no se afecte el comercio o la inversión entre las partes después de la fecha de entrada en vigor del acuerdo.


    




    

      11 El artículo 44 constitucional prevé específicamente la protección de los niños contra la explotación laboral o económica y trabajos riesgosos, lo cual está en directa relación con los principios de la oit relacionados con la abolición efectiva del trabajo infantil y la prohibición de las peores formas de trabajo infantil.




      Nótese que estos aspectos no solamente son claros ejemplos de temas sobre derechos humanos consagrados dentro del tlc entre Colombia y Estados Unidos, sino que hacen, como lo reconocen las sentencias c-750 y c-751, que a pesar de tratarse el tlc de un acuerdo de comercio, deba verificarse su compatibilidad con normas referidas a derechos fundamentales y derechos humanos en consonancia con el artículo 93 superior, que hace que todos los tratados y convenios que reconocen los derechos humanos y prohíben su limitación en estados de excepción, prevalezcan en el orden interno y formen parte del bloque de constitucionalidad, es decir, como si estos se hubieran incorporado como si fueran una parte de la Constitución.


    




    

      12 El medio ambiente constituye otro de esos temas transversales del tlc entre Colombia y los Estados Unidos. En el capítulo XVIII, denominado “Medio ambiente”, las partes se proponen como objetivos el contribuir a sus esfuerzos de asegurar que las políticas comerciales y ambientales se apoyen mutuamente, promover la utilización óptima de los recursos de acuerdo con el objetivo de desarrollo sostenible y esforzarse por fortalecer los vínculos entre las políticas y prácticas comerciales y ambientales de las partes. Sobre estas bases, y reconociendo el derecho soberano de cada una de las partes de establecer sus propios niveles de protección ambiental y sus prioridades de desarrollo ambiental, y, por consiguiente, de adoptar y modificar sus leyes y políticas ambientales, cada Parte procurará asegurar que sus leyes y políticas proporcionen y estimulen altos niveles de protección ambiental y se esforzarán por seguir mejorando sus respectivos niveles.


    




    

      13 De acuerdo con el artículo 81 superior, queda prohibida la fabricación, importación, posesión y uso de armas químicas, biológicas y nucleares, así como la introducción al territorio nacional de residuos nucleares y desechos tóxicos.


    




    

      14 Colombia protege la propiedad privada y este es uno de los aspectos atrayentes del país a la hora de incentivar la inversión extranjera. El tema es también propio de acuerdos con esta temática y se constituye en uno de los aspectos pactados en el tlc entre Colombia y los Estados Unidos. En efecto, dicho tlc conoce de la inversión en su capítulo x, y dentro de este se reconocen los principios de trato nacional (art. 10.3), de trato de nación más favorecida (art. 10.4), se establece un nivel mínimo de trato (art. 10.5), un tratamiento en caso de contienda que debe ser no discriminatorio (art. 10.6), lo relacionado con las expropiaciones e indemnizaciones (art. 10.7), las transferencias o remesas (art. 10.8), entre otros aspectos.


    




    

      15 El tema de la propiedad intelectual fue muy debatido para las negociaciones del tratado entre Colombia y Estados Unidos y dio lugar a uno de los capítulos más amplios de este, como lo es el capítulo xvi, denominado “Derechos de propiedad intelectual”, dentro del cual las partes se comprometen a ratificar o adherir acuerdos sobre este tema vigentes a la fecha a nivel mundial (art. 16.1) y la observancia de los derechos de propiedad intelectual (arts. 16.1 y 16.11), los principios de trato nacional y transparencia; y, todo lo relacionado con derechos específicos de propiedad intelectual tales como marcas (art. 16.2), indicaciones geográficas (art. 16.3), nombres de dominio en internet (art. 16.4), derechos de autor y derechos conexos (arts. 16.5 a 16.7), protección de las señales portadoras de programas transmitidos por satélite (art. 16.8), patentes (art. 16.9) y medidas relacionadas con ciertos productos regulados (art. 16.10).




      Desde otra óptica, el país en el entorno de la OMC ha también establecido compromisos relacionados con la protección de la propiedad intelectual, puesto que con la suscripción del Acuerdo de Marrakech ha aceptado como vinculante el Acuerdo sobre aspectos de derechos de propiedad intelectual relacionados con el comercio. Además, y en el entorno de la OMA, viene aceptando ciertas labores que deben cumplir las aduanas, las que deben trabajar sobre riesgos identificados y, en consecuencia, controlar las operaciones de comercio exterior que pueden presentar altos riesgos de violación de derechos de propiedad intelectual. Ver: Organización Mundial de Aduanas (OMA). Marco normativo para asegurar y facilitar el comercio global. http://www.afip.gob.ar/Aduana/documentos/MARCO_NORMATIVO_SAFE.pdf (Consultado el 10 de junio de 2014).


    




    

      16 Esta temática adquiere cada vez mayor trascendencia en cuanto a que, por un lado, se reconocen cada vez más abiertamente los derechos de las poblaciones aborígenes de diversos territorios tales como la Amazonía y otros catalogados como de resguardos, y por el otro lado, no escapa a la realidad de estos países las concesiones para la explotación de minerales y de petróleo en áreas como las antes mencionadas.


    




    

      17 Este tema tiene que ver sobre todo con el capítulo ii del tlc entre Colombia y Estados Unidos, aun cuando por supuesto guarda relación con el capítulo iv, sobre reglas de origen y procedimientos de origen, el capítulo vi sobre medidas sanitarias y fitosanitarias, con el capítulo vii, sobre obstáculos técnicos al comercio y el capítulo VIII, sobre medidas de defensa comercial. Incluso tiene que ver con el capítulo xvi, tratándose de la protección de derechos de propiedad intelectual en algunos aspectos.




      El capítulo ii refiere al trato nacional y acceso de mercancías al mercado, y si bien parte de su normativa es aplicable a todo tipo de mercancías, específicamente la sección g se refiere a agricultura, donde se encuentran insertos los productos alimenticios. De hecho, dentro del tema agrícola, no solo se tocan productos del campo como tal, sino también aquellos que se refieren a los animales comestibles tales como las aves y los bovinos. La sección h del capítulo ii, en su artículo 2.22, trata sobre mercancías agrícolas como aquellas referidas en el artículo 2º del Acuerdo omc sobre agricultura, y el mencionado artículo 2º indica que el Acuerdo se refiere a productos agropecuarios dentro de los cuales se encuentran los capítulos i a xxiv del sistema armonizado (menos el pescado y los productos de pescado).




      Los temas de los capítulos i a xxiv del arancel son: i) animales vivos y productos del reino animal (sección i, capítulos 1 a 5); ii) productos del reino vegetal (sección ii, capítulos 6 a 14); iii) grasas y aceites animales o vegetales, productos de su desdoblamiento, grasas alimenticias elaboradas, ceras de origen animal o vegetal (sección iii, capítulo 15); iv) productos de las industrias alimenticias, bebidas, líquidos alcohólicos y vinagre, tabaco y sucedáneos del tabaco elaborado (sección iv, capítulos 16 a 24).




      Desde otra perspectiva, y en lo que atañe especialmente al tema alimenticio, este es objeto de otros tratamientos a nivel de los acuerdos comerciales. Como ejemplo, conviene mencionar las iniciativas que surgen desde la can relacionadas con i) el Programa Andino de Seguridad y Soberanía Alimentaria y Nutricional, ii) Programa Andino de Seguridad Alimentaria en poblaciones indígenas y iii) proyectos productivos de apoyo a la seguridad y soberanía alimentaria. Esto, además, del denominado Sistema Andino de Franja de Precios (safp), mecanismo adoptado por la can (Decisión 371) con el ánimo de estabilizar el costo de importación de un grupo especial de productos agrícolas que se caracterizan en el mercado internacional por la inestabilidad de sus precios, pero que refiere a productos de aquellos utilizados de manera normal en nuestros países, tales como arroz, cebada, maíz amarillo, maíz blanco, soya, trigo, aceite crudo de soya, aceite crudo de palma, azúcar blanco, azúcar crudo, leche, trozos de pollo y carne de cerdo.


    




    

      18 Estos artículos tienen ante todo que ver con el artículo 14 del tlc entre Colombia y Estados Unidos, relacionado con las telecomunicaciones. Por supuesto, también tiene íntima relación con el capítulo 1 y específicamente con la definición de territorio en el caso de Colombia.




      El artículo 14 del tlc entre Colombia y Estados Unidos, en su aparte 14.17, establece una serie de definiciones relacionadas con los temas de telecomunicaciones, es decir, la transmisión y recepción de señales por un medio electromagnético, incluyendo los fototónicos. Así, los servicios públicos de telecomunicaciones referirán a todo servicio que una parte exija en forma explícita o de hecho que sea ofrecido al público en general. Dichos servicios pueden incluir, inter alia, teléfono y transmisión de datos que típicamente incorporen información suministrada por el cliente entre dos o más puntos sin ningún cambio de extremo a extremo en la forma o contenido de la información del cliente, pero no incluyen servicios de información. Estos últimos refieren a la oferta de una capacidad para generar, adquirir, almacenar, transformar, procesar, recuperar, utilizar o hacer disponible información a través de las telecomunicaciones, incluyendo la capacidad electrónica.


    




    

      19 Este artículo se compagina con el artículo 4º, inciso 2, de la Constitución, en virtud del cual es deber de los nacionales y extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades.




      En últimas se habla de la generalidad de la ley, la cual se aplica a toda persona sin distinguir si es natural o jurídica, nacional o extranjera. En ese sentido, el artículo 95 constitucional aduce que toda persona está obligada a cumplir la Constitución y las leyes, y son sus deberes, entre otros, “3. Respetar y apoyar las autoridades democráticas legalmente constituidas”.


    




    

      20 La Constitución Política en el artículo 101 incluye dentro del concepto de territorio el espacio aéreo, el segmento de la órbita geoestacionaria y el espectro electromagnético. Por su parte, la definición de territorio que se establece dentro del tlc entre Colombia y Estados Unidos (capítulo 1, anexo 1.3) no considera como territorio para estos efectos el espacio aéreo, el segmento de la órbita geoestacionaria, el espectro electromagnético y el espacio donde actúa.




      La Sentencia C-750 de 2008, al estudiar este tema, indica la compatibilidad de la definición de territorio del Acuerdo de Promoción Comercial entre Colombia y Estados Unidos con la de la Constitución Política, puesto que la definición de territorio del acuerdo es solamente para los fines de este y no modifica ni menoscaba la definición de territorio del artículo 101 constitucional.




      En otras palabras, la definición de territorio de Colombia del tratado con los Estados Unidos tiene una menor cobertura en relación con lo que la Constitución define como territorio, lo cual se explica en el hecho de que la definición de territorio del tlc solo es válida para los efectos del tratado.


    




    

      21 Varios de los aspectos acá señalados son objeto de tratamiento dentro del tlc con los Estados Unidos. Específicamente en lo que tiene que ver con las aduanas, el tlc en su capítulo v refiere a la administración aduanera y facilitación del comercio. Lo que atañe al comercio exterior es básicamente parte de varios capítulos relacionados con el comercio de mercancías (capítulos 2 a 9) y comercio de servicios (capítulos 11 a 15). Dentro de estos se incluye el capítulo 12, referido a los servicios financieros, que incluyen los servicios de seguros y relacionados con seguros, además de los servicios bancarios y demás servicios financieros.


    




    

      22 El capítulo 13 del tlc entre Colombia y Estados Unidos trata la política de competencia, monopolios designados y empresas del Estado. Monopolio, para este capítulo, significa una entidad, incluido un consorcio o una agencia del gobierno, que en cualquier mercado relevante en el territorio de una parte sea designado como el proveedor o comprador único de una mercancía o servicio, pero no incluye a una entidad a la que se le haya otorgado un derecho de propiedad intelectual únicamente en virtud de tal ordenamiento. A su turno, monopolio gubernamental significa un monopolio que es de propiedad, o se encuentra controlado a través de intereses de dominio, por un gobierno central de una parte o por otro monopolio gubernamental.


    




    

      23 Artículo 24. 1. Un tratado entrará en vigor de la manera y en la fecha que en él se disponga o que acuerden los Estados negociadores.




      2. A falta de tal disposición o acuerdo, el tratado entrara en vigor tan pronto como haya constancia del consentimiento de todos los Estados negociadores en obligarse por el tratado.




      3. Cuando el consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se haga constar en una fecha posterior a la de la entrada en vigor de dicho tratado, este entrará en vigor con relación a ese Estado en dicha fecha, a menos que el tratado disponga otra cosa.




      4. Las disposiciones de un tratado que regulen la autenticidad de su texto, la constancia del consentimiento de los Estados en obligarse por el tratado, la manera o la fecha de su entrada en vigor, las reservas. Las funciones del depositario y otras cuestiones que se susciten necesariamente antes de la entrada en vigor del tratado se aplicarán desde el momento de la adopción de su texto.




      Artículo 25. 1. Un tratado o una parte de él se aplicará provisionalmente antes de su entrada en vigor:




      a) si el propio tratado así lo dispone: o




      b) si los Estados negociadores han convenido en ello de otro modo.




      2. La aplicación provisional de un tratado o de una parte de él respecto de un Estado terminará si este notifica a los Estados entre los cuales el tratado se aplica provisionalmente su intención de no llegar a ser parte en el mismo, a menos que el tratado disponga o los Estados negociadores hayan convenido otra cosa al respecto.




      Estos artículos pueden leerse en concordancia con el artículo 224 constitucional antes transcrito, según el cual los tratados, para su validez, deben ser aprobados por el Congreso pero, sin embargo, el presidente puede dar aplicación provisional a los tratados de naturaleza económica y comercial. Esta facultad se utiliza por el ejecutivo de manera importante, como ha ocurrido en casos como el acuerdo de alcance parcial 28 con Venezuela y el acuerdo con la Unión Europea.


    




    

      24 Artículo 28. Las disposiciones de un tratado no obligaran a una parte respecto de ningún acto o hecho que haba tenido lugar con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del tratado para esa parte ni de ninguna situación que en esa fecha haya dejado de existir, salvo que una intención diferente se desprenda del tratado o conste de otro modo.




      Artículo 29. Un tratado será obligatorio para cada una de las partes por lo que respecta a la totalidad de su territorio, salvo que una intención diferente se desprenda de él o conste de otro modo.




      Artículo 30. 1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 103 de la Carta de las Naciones Unidas, los derechos y las obligaciones de los Estados partes en tratados sucesivos concernientes a la misma materia se determinarán conforme a los párrafos siguientes.




      2. Cuando un tratado especifique que está subordinado a un tratado anterior o posterior o que no debe ser considerado incompatible con ese otro tratado prevalecerán las disposiciones de este último.




      3. Cuando todas las partes en el tratado anterior sean también partes en el tratado posterior, pero el tratado anterior no quede terminado ni su aplicación suspendida conforme al artículo 59, el tratado anterior se aplicará únicamente en la medida en que sus disposiciones sean compatibles con las del tratado posterior.




      4. Cuando las partes en el tratado anterior no sean todas ellas partes en el tratado posterior:




      a) en las relaciones entre los Estados partes en ambos tratados se aplicará la norma enunciada en el párrafo 3:




      b) en las relaciones entre un Estado que sea parte en ambos tratados y un Estado que sólo lo sea en uno de ellos, los derechos y obligaciones recíprocos se regirán por el tratado en el que los dos Estados sean partes.




      5. El párrafo 4 se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 41 y no prejuzgará ninguna cuestión de terminación o suspensión de la aplicación de un tratado conforme al artículo 60 ni ninguna cuestión de responsabilidad en que pueda incurrir un Estado por la celebración o aplicación de un tratado cuyas disposiciones sean incompatibles con las obligaciones contraídas con respecto a otro Estado en virtud de otro tratado.




      Artículo 31. 1. Un tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de estos y teniendo en cuenta su objeto y fin.




      2. Para los efectos de la interpretación de un tratado. El contexto comprenderá, además del texto, incluidos su preámbulo y anexos:




      a) todo acuerdo que se refiera al tratado y haya sido concertado entre todas las partes con motivo de la celebración del tratado:




      b) todo instrumento formulado por una o más partes con motivo de la celebración del tratado y aceptado por las demás como instrumento referente al tratado;




      3. Juntamente con el contexto, habrá de tenerse en cuenta:




      a) todo acuerdo ulterior entre las partes acerca de la interpretación del tratado o de la aplicación de sus disposiciones:




      b) toda práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado por la cual conste el acuerdo de las partes acerca de la interpretación del tratado:




      c) toda forma pertinente de derecho internacional aplicable en las relaciones entre las partes.




      4. Se dará a un término un sentido especial si consta que tal fue la intención de las partes.




      Artículo 32. Se podrán acudir a medios de interpretación complementarios, en particular a los trabajos preparatorios del tratado y a las circunstancias de su celebración, para confirmar el sentido resultante de la aplicación del artículo 31, o para determinar el sentido cuando la interpretación dada de conformidad con el artículo 31:




      a) deje ambiguo u oscuro el sentido; o




      b) conduzca a un resultado manifiestamente absurdo o irrazonable.




      Artículo 33. 1. Cuando un tratado haya sido autenticado en dos o más idiomas, el texto hará igualmente fe en cada idioma, a menos que el tratado disponga o las partes convengan que en caso de discrepancia prevalecerá uno de los textos.




      2. Una versión del tratado en idioma distinto de aquel en que haya sido autenticado el texto será considerada como texto auténtico únicamente si el tratado así lo dispone o las partes así lo convienen.




      3. Se presumirá que los términos del tratado tienen en cada texto auténtico igual sentido.




      4. Salvo en el caso en que prevalezca un texto determinado conforme a lo previsto en el párrafo 1, cuando la comparación de los textos auténticas revele una diferencia de sentido que no pueda resolverse con la aplicación de los artículos 31 y 39, se adoptará el sentido que mejor concilie esos textos, habida cuenta del objeto y fin del tratado.


    




    

      25 Biscaretti di Ruffia, Paolo. Derecho constitucional. Madrid: Tecnos, 1982, pp. 119 y ss.




      El concepto de soberanía ha sido objeto de complejas y diversas discusiones considerando diversos intereses, como ocurre por ejemplo entre los miembros de los Estados federados, que discuten su soberanía en relación con el Estado Federal (v.g. Estados Unidos, México, Argentina). Se habla también de soberanía interna y de soberanía externa. Últimamente se sitúa la soberanía como la potestad máxima de un Estado que radica o se reconoce en el pueblo, por lo que la potestad soberana se basará en su libre voluntad y se desarrolla mediante los institutos y órganos establecidos en el ordenamiento constitucional. Ver: ibid., p. 121.


    




    

      26 Jellinek, Georg. Teoría general del Estado. Buenos Aires: Editorial Albatros, 1981, p. 356.


    




    

      27 Sáchica, Luis Carlos. Constitucionalismo colombiano. Bogotá: Temis, 1977, p. 202-203.


    




    

      28 Lamprea Rodríguez, Pedro Antonio. Principios fundamentales en la Constitución de 1991. Bogotá: Jurídica Radar Ediciones, 1994, pp. 154 y ss.


    




    

      29 Esta sentencia se refiere a la revisión de constitucionalidad de la Ley 1462 de 2011, “por la cual se aprueba el ‘Acuerdo bilateral para la promoción y protección de inversiones entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República Popular de China’, firmado en Lima, Perú, el 22 de noviembre de 2008”.


    




    

      30 El artículo 102 dispone que “el territorio, con los bienes públicos que de él forman parte, pertenecen a la nación”. Por su parte, el artículo 75 reza que “el espectro electromagnético es un bien público inenajenable e imprescriptible sujeto a la gestión y control del Estado. Se garantiza la igualdad de oportunidades en el acceso a su uso en los términos que fije la ley”. Según las voces del artículo 332, “el Estado es propietario del subsuelo y de los recursos naturales no renovables, sin perjuicio de los derechos adquiridos y perfeccionados con arreglo a las leyes preexistentes”.


    




    

      31 Ya este aspecto se había enunciado al mencionar las normas de la Constitución que, de acuerdo con la Corte, tienen relación directa con los tratados.


    




    

      32 Montaño Galarza, César. Problemas constitucionales de la integración. México: Porrúa, 2013, pp. 85 y ss.


    




    

      33 Indica Montaño Galarza que en los simples acuerdos comerciales, al no verificarse precisamente un fenómeno de integración económica por no existir un órgano que nazca en virtud del acuerdo, ni un derecho específicamente derivado del mismo, “el ordenamiento jurídico que se requiere para poner en práctica un tratado de libre comercio es aquel que los estados partes producen individual o conjuntamente. Pero lo interesante es que quienes tienen la responsabilidad de adoptarlo, como en efecto lo hacen, son los propios estados a través de las diferentes administraciones, según su necesidad”. Y agrega “con esto también queremos significar que el tratado de libre comercio per se no es sustento ni fuente originaria de ninguna nueva rama jurídica. Recordemos que estos instrumentos internacionales no dan nacimiento a una estructura orgánica dotada de poder normativo, por lo que no generan normas jurídicas directamente, como tampoco las condiciones necesarias para adoptar un nuevo ordenamiento jurídico independiente, que se relacione con el de los estados parte”. Todo esto para finalmente concluir que este tipo de acuerdos no afectan en gran medida la norma suprema estatal, como si ocurre en diverso grado en el caso de organizaciones internacionales, y en las organizaciones de integración o supranacionales. Ver: ibid., p. 31.


    




    

      34 Ibid., p. 88 y 89.


    




    

      35 Ibid., pp. 90-93.


    




    

      36 Ibid., pp. 94-97.


    




    

      37 Ibid., pp. 97-104.


    




    

      38 Real Academia Española, Diccionario, p. 251.


    




    

      39 En esta sentencia se revisa la constitucionalidad de la Ley 183 de 1995, “por medio de la cual se aprueba el Convenio Marco de Cooperación entre la Comunidad Económica Europea y el Acuerdo de Cartagena y sus países miembros, la República de Bolivia, la República de Colombia, la República de Ecuador, la República del Perú y la República de Venezuela”, hecho en Copenhague el 23 de abril de 1993.


    




    

      40 El Estado social es, por definición, un Estado de corte intervencionista. El Estado de derecho limita el ámbito de actuación del Estado, pero si es de orden democrático, como en el caso de Colombia, tiende a garantizar los derechos de las personas, aunque sin procurar colaborar o coadyuvar en la obtención de estos. Esta es precisamente la finalidad del Estado social de derecho, cuya garantía hacia los derechos de las personas no se limita a su simple reconocimiento, sino que, a través de la actividad del Estado, de su intervención, busca como objetivo el goce real de estos. En el mismo sentido, ver: García Novoa, El concepto, pp. 115 y ss.




      Lamprea Rodríguez, al abordar la institución del Estado Social de Derecho, refiere a la insuficiencia del Estado de derecho lograr una verdadera justicia social y de ahí que un Estado neutral e individualista, el mero Estado de derecho, deba ceder su paso a la idea de Estado social. No se trata ya de un Estado gendarme que nace para suplir la desaparición del absolutismo monárquico, ni de un Estado simplemente liberal que pretende poner límites a la actuación del Estado para dar vigencia a las libertades burguesas y ser por tanto un Estado indiferente ante las injusticias. Se trata entonces de un Estado que intervenga en asuntos de aquellos otrora considerados como de exclusiva competencia de los particulares. Así, el Estado se convierte en protector, garante de los derechos de toda persona, y el carácter social se convierte “en la idea rectora de la política y actividad de las ramas del poder público”. Ver: Lamprea Rodríguez, Principios, pp. 50-56.


    




    

      41 En el ámbito mundial, y sobre todo después de la Segunda Guerra Mundial, ha surgido una serie de instituciones a nivel internacional que cuentan con diversas finalidades y características. Al margen de las instituciones de carácter supranacional que, como se sabe, tienen la capacidad de establecer un ordenamiento jurídico especial y vinculante para los países parte de este tipo de instituciones, se encuentran otras que en palabras de Montaño Galarza pueden ser organizaciones internacionales de cooperación y también organizaciones internacionales especiales.




      Las organizaciones internacionales de cooperación buscan coordinar intereses en relación con asuntos de interés común con el objeto de abordar o resolver situaciones no necesariamente compartidas, pero que interesan a la comunidad internacional en general. Estas usualmente emiten recomendaciones de las que más que una disposición mandatoria se puede derivar una responsabilidad política de los Estados partes. Solo por excepción “la organización podría emitir alguna decisión de carácter obligatorio, como cuando emprende acción militar en contra de un agresor”, caso en el cual esta decisión se puede aplicar sin que requiera de una convalidación por fuera del mismo organismo. Ejemplo de ello es cuando el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas considera necesario el uso de la fuerza para mantener o restablecer la paz y la seguridad internacional. Tal acción puede comprender demostraciones, bloqueos y otras operaciones ejecutadas por las fuerzas aéreas, navales o terrestres de miembros de las Naciones Unidas (art. 42 de la Carta de las Naciones Unidas). De este tipo de organizaciones se pueden citar la onu, la oea, la otan, el fmi, el bm y la Unesco, entre otras.




      Adicional a las anteriores, Montaño Galarza menciona la existencia de otras organizaciones internacionales que denomina “especiales” por los elementos característicos que posee y que suponen “contar con un mecanismo de amplia cooperación en materia altamente sensible, como lo es la de administrar justicia a escala internacional, sea con el afán de sancionar ilícitos internacionales o, con el de proteger los derechos humanos”. A este tipo de organizaciones pertenecen, por ejemplo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la cpi, entre otros. Ver: Montaño Galarza, Problemas, pp. 32-53.




      En el ámbito del comercio existen organizaciones especializadas como la omc, que es indudablemente un organismo de carácter intergubernamental con personería y capacidad jurídica necesaria para el ejercicio de sus funciones, cuyas normas se consideran obligatorias, si se considera específicamente lo contemplado en el artículo 2º del Acuerdo de Marrakech, titulado “Ámbito de la omc”, y que una vez ha precisado que la omc constituye el marco institucional común para el desarrollo de las relaciones comerciales entre sus miembros en los asuntos relacionados con los acuerdos e instrumentos jurídicos conexos incluidos en los anexos del presente acuerdo, indica en su 2º párrafo que “los acuerdos y los instrumentos jurídicos conexos incluidos en los Anexos 1, 2 y 3 (denominados en adelante Acuerdos Comerciales Multilaterales) forman parte integrante del presente acuerdo y son vinculantes para todos sus miembros”. En esta parte se encuentra la mayor parte de las normas o acuerdos de la omc, incluyendo todos los relacionados con el comercio de mercancías, de servicios y acuerdos sobre aspectos de los derechos de propiedad intelectual relacionados con el comercio. Esto, además del entendimiento relativo a las normas y procedimientos que rigen la solución de diferencias y el mecanismo de examen de las políticas comerciales. Por otro lado, y solo los acuerdos que se consideran plurilaterales, son vinculantes para las partes que expresamente los suscriben, puesto que los acuerdos comerciales multilaterales obligan a todos quienes suscriben el Acuerdo de Marrakech.




      Al margen de que se discute si esta normativa pertenece al denominado soft law, posición que aquí no se comparte, parece claro que de este tipo de organizaciones como la omc emana un derecho vinculante para los Estados que han aceptado participar en dicha organización, a la que en la práctica pertenecen la mayor parte de los países del mundo y sobre todo los que tienen las mayores economías.


    




    

      42 De acuerdo con Cabanellas, así se denomina a esta forma de derecho internacional “por referirse a las colectividades nacionales como sujetos de las relaciones jurídicas; a los derechos y deberes de los Estados como integrantes de un orden general de naciones”. Ver: Cabanellas, Guillermo. Diccionario enciclopédico de derecho usual, 28.ª ed., Tomo iii. Buenos Aires: Heliasta, 2003, p. 136.




      A este concepto habrá que agregar que hoy en día no son los Estados los únicos órganos sujetos de este tipo de derecho, puesto que existen organismos de carácter internacional como la onu, la ocde, la oma y la Corte Internacional de Justicia y, en virtud de la integración, comunidades supranacionales de Estados como la Unión Europea y la can, por citar algunos ejemplos de esta realidad.


    




    

      43 La expresión Ius Cogens hace referencia a Derecho Común Impositivo o Derecho Imperativo Internacional; el Ius Cogens es el Derecho imperativo en la comunidad internacional.
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